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CENTRO INTERNACIONAL DE RESOLUCIÓN DE DISPUTAS 
Tribunal Internacional de Arbitraje 

 
 

CASO NÚMERO 01-21-0000-4309 
 
 

_____________________________________________________________ 
 

SEGUNDO LAUDO FINAL PARCIAL (SOBRE LAS SANCIONES A LOS DEMANDADOS 
POR LA VIOLACIONES A LAS ÓRDENES DEL TRIBUNAL) 

 
 
 

ARBITRAJE CONFORME A 
LAS NORMAS DE ARBITRAJE COMERCIAL DE 
LA ASOCIACIÓN AMERICANA DE ARBITRAJE 

 
ENTRE: 

 
TELECOM BUSINESS SOLUTION, LLC, en nombre propio y, de forma derivativa, en 
nombre de CONTINENTAL TOWERS LATAM HOLDINGS LIMITED Y LATAM TOWERS, LLC, 
en nombre propio y, de forma derivativa, en nombre de CONTINENTAL TOWERS 
LATAM HOLDINGS LIMITED. 
 

Demandantes, 
 

vs. 
 

TERRA TOWERS CORP., TBS MANAGEMENT, S.A., DT HOLDINGS INC., JORGE 
HERNÁNDEZ y ALBERT ARZÚ, 

 
Demandados, 

 
y 
 

CONTINENTAL TOWERS LATAM HOLDINGS LIMITED, 
 

Demandado Nominal, 
 
 

_________________________________________________________ 
 
TERRA TOWERS CORP., TBS MANAGEMENT, S.A., DT HOLDINGS INC., de forma 
derivativa y en nombre de CONTINENTAL TOWERS LATAM HOLDINGS LIMITED 
 

Contrademandantes, 
  vs. 
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TELECOM BUSINESS SOLUTION, LLC, LATAM TOWERS, LLC, F. HOWARD MANDEL, JOHN 
RANIERI, RYAN LEPENE y AMLQ HOLDINGS (CAY) LTD., 
 

Contrademandados, 
 

  -y- 
 
CONTINENTAL TOWERS LATAM HOLDINGS LIMITED, 
 

Demandada Nominal. 
 
_________________________________________________________ 
 
AMLQ HOLDINGS (CAY) LTD., 
 

Contrademandante, 
 
  vs. 
 
TERRA TOWERS CORP. y TBS MANAGEMENT, S.A. 
 

Contrademandadas. 
 
_________________________________________________________ 
 
 

El Contexto de este Laudo 
 

1. Este Laudo Final Parcial, el segundo en este caso, representa la culminación 

de más de nueve meses de debate contencioso entre las Partes sobre el 

estatus de la Dirección Ejecutiva de Continental Towers LATAM Holdings, Ltd. 

(la “Sociedad”). En un sentido, esto ha sido una distracción secundaria de 

los méritos del arbitraje, pues no involucra directamente la determinación de 

los méritos de las demandas que las Partes han afirmado en contra de la 

otra. Pero en otro sentido, los esfuerzos constantes de los Demandados para 

asegurar la destitución, y si no la destitución, entonces la marginación, 

desacreditación e intimidación del CEO y COO de la Sociedad, son 

intrínsecos a los méritos. 

 

2. En la Fase 1 de este arbitraje, emitimos un Laudo Final Parcial (en adelante 

“PFA-1”) instruyendo la ejecución específica de las disposiciones del 
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Acuerdo de Accionistas que requieren que la Sociedad se venda a un 

tercero. Los Demandados han solicitado a la Corte del Distrito Sur de Nueva 

York que revoquen el PFA-1. Esa solicitud se hizo como una moción cruzada 

a la petición de los Demandantes para el reconocimiento y ejecución del 

PFA-1. Se espera un dictamen sobre la petición de los Demandantes para 

otorgar el reconocimiento y ejecución y la petición cruzada de los 

Demandados para su revocación. Si se reconoce y ejecuta el PFA-1, la 

independencia e integridad de la Dirección Ejecutiva podría afectar 

significativamente sobre si la Sociedad sea en efecto vendida, y también 

podría afectar el tiempo, precio y otros términos de la venta y las posibles 

demandas por daños de los Demandantes y/o Demandados relacionadas 

al impacto de las acciones o inacciones de la Dirección de la Sociedad en 

relación al proceso de venta. 

 

3. Asimismo, existen demandas por méritos, que deben ser escuchadas en la 

Fase 2, sobre que los Demandados violaron los derechos de los 

Demandantes por apropiación indebida de fondos de la Sociedad, por 

ejemplo, por la obtención de pagos por desarrollo de torres, cuyo desarrollo 

no fue aprobado por el comité respectivo de la Junta Directiva de la 

Sociedad (la “Junta”). También están reservadas para la Fase 2 las 

contrademandas de los Demandados sobre que los Demandantes han 

perjudicado a la Sociedad al rehusarse a aprobar el desarrollo de torres. 

 

4. Hemos determinado emitir este dictamen sobre la solicitud de sanciones de 

los Demandantes en forma de un laudo final parcial por varias razones. 

Primero, la cercanía de la relación de estos asuntos de la Dirección Ejecutiva 

a los méritos sugiere que la finalidad con relación al estatus de la Dirección 

Ejecutiva es deseable para el proceso de venta de la Sociedad para 

proceder de forma eficiente. Una segunda razón es que los Demandados 

han impugnado nuestra jurisdicción para emitir este dictamen y para llevar 

a cabo el proceso que lo llevó a él, incluyendo las órdenes que los 

Demandados eligieron tratar como ineficaces por la razón indicada de que 
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éramos functus officio. Solamente una corte competente puede decidir 

finalmente esa cuestión de functus officio y lo mejor para este arbitraje es 

que esa cuestión sea decidida, de ser posible, mientras dicho arbitraje está 

en curso. Una tercera razón también involucra una cuestión de jurisdicción 

arbitral que fue planteada por los Demandados: los Demandados han 

cuestionado más allá de la autoridad de este Tribunal una de las órdenes 

que ellos han elegido no cumplir basándose en que dicha orden 

supuestamente requería actuación de no partes, es decir, afiliadas de la 

Demandada DT Holdings, Inc. (“DTH”). El incumplimiento de los Demandados 

llevó a los Demandantes a solicitar inmediatamente las sanciones. Como se 

discutirá más adelante, en Órdenes previas hemos rechazado la postura de 

los Demandados sobre estos asuntos jurisdiccionales. La oportunidad para 

una consideración judicial interlocutoria, si lo desea alguna de las Partes, de 

nuestros poderes para tomar las decisiones que tomamos aquí, parece 

importante en múltiples maneras para la efectividad del arbitraje en curso. 

 

5. Una cuarta razón es que los Demandados han objetado los procesos que 

llevaron a este Laudo, basándose en que el Tribunal es (en la expresión de 

la Ley Federal de Arbitraje (“FAA”)) “evidente[mente] parcial []”. Vemos esa 

afirmación como injustificada, pero no es un asunto que nosotros podamos 

decidir. El Tribunal desconoce si los Demandados han presentado ese asunto 

ante la autoridad administrativa competente, el Centro Internacional de 

Resolución de Disputas de la AAA (“ICDR”) o si han presentado el asunto y 

no obtuvieron una orden del ICDR descalificando a algún miembro del 

Tribunal. En un caso con tanto por decidir, e intereses importantes para todas 

las Partes, una cuestión de parcialidad evidente, ya planteada 

repetidamente por parte de los Demandados por un periodo de varios 

meses, debe ser judicialmente determinada a la mayor brevedad si los 

Demandados desean lograrla. 

 

6. Finalmente, no cabe duda que la moción inmediata para imponer 

sanciones presenta una declaración “separada e independiente” – 



5 
 

básicamente, la declaración de los Demandados que la alta gerencia de la 

Sociedad no está calificada para sus cargos por razón de partidismo para 

los Demandantes y conducta indebida meritorios de un proceso penal (que 

también puede verse como la declaración de los Demandantes que este 

Tribunal debe imponer sanciones porque la perspectiva de los Demandados 

sobre la alta gerencia de la Sociedad no ha justificado su incumplimiento 

con las Órdenes del Tribunal). Y ninguna de las medidas que otorgamos 

como sanciones requiere de alguna acción adicional por parte del Tribunal. 

 

7. Concluimos que debe otorgarse la moción de los Demandantes para 

imponer sanciones. Otorgaremos, como sanciones bajo la Regla Comercial 

de la AAA R-58, una suspensión del proceso de las contrademandas de los 

Demandados hasta que hayan cumplido por completo con nuestras 

órdenes previas (la “Sanción de Suspensión”), una prohibición de demandas 

o defensas futuras de los Demandados basadas en la conducta de la alta 

gerencia de la Sociedad hasta la fecha de este Laudo, un requisito para 

que los Demandados asignen un abogado principal y para que dicho 

abogado realice todas las declaraciones en nombre de los Demandados 

con garantías equivalentes a aquellas impuestas por la Norma Federal de 

Procesos Civiles 11 y una indemnización pecuniaria por honorarios del 

Tribunal, con intereses. 

 

8. La Sanción de Suspensión va a acompañada de una Orden Procesal que 

hace efectiva la misma. La Sanción de Suspensión es un laudo ejecutable 

siempre y cuando excluya, rotundamente, las condiciones para levantar la 

suspensión además de aquellas establecidas en este Laudo. La Sanción de 

Suspensión se implementa en la forma de una Orden Procesal, por lo que 

queda claro que el Tribunal conserva el poder para ordenar el 

levantamiento de la suspensión y para determinar si se cumplen las 

condiciones para ello. 
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Historial Procesal Fundamental 
 

9. Esta controversia tuvo su punto de partida, para que el Tribunal se 

involucrara, cuando el abogado de la Sociedad notificó al Tribunal sobre los 

hechos que implicaba el supuesto maltrato del CEO de la Sociedad, Jorge 

Gaitán, y la COO, Carol Echeverría, durante una secuencia de interacciones 

entre ellos, por un lado, y el Demandado Jorge Hernández, por el otro, que 

ocurrieron en Guatemala, en las oficinas de la afiliada guatemalteca de 

DTH, en septiembre de 2021. Posteriormente, los Demandantes afirmaron 

que había existido una destitución injusta del señor Gaitán y de la señora 

Echeverría de sus cargos en la Sociedad1, y los Demandantes solicitaron una 

medida provisional el 12 de noviembre, 2021 (la “Orden del 12 de 

noviembre”). En la parte relevante, la Orden del 12 de noviembre requería 

que el señor Gaitán y la señora Echeverría fueran restituidos a las 

condiciones laborales y a los términos y condiciones de empleo con DTH que 

estaban asociados con la ejecución de sus funciones como directores de la 

Sociedad al 19 de marzo, 2021 (fecha en la que, después de que este 

arbitraje se pusiera en marcha pero antes de constituirse el Tribunal, todas 

las Partes habían firmado un acuerdo en el que el señor Gaitán continuaría 

como CEO de la Sociedad). 

 

10. Lo que ocurrió después en este proceso ha resultado ser un esfuerzo 

multifacético de los Demandados para presentar a este Tribunal y a la Junta 

de la Sociedad una narrativa falsa de conducta indebida y criminalidad del 

señor Gaitán y de la señora Echeverría. Este esfuerzo incluyó, en su 

característica más fundamental, la presentación de múltiples denuncias en 

 
1 DTH es controlada por Jorge Hernández, quien es la persona que controla a las 
Demandadas Terra Towers Corp. y TBS Management S.A. (en adelante, colectivamente 
denominadas como “Terra”), las accionistas mayoritarias de la Sociedad. DTH está 
contractualmente obligada a prestar sus servicios para la Sociedad, incluyendo la 
construcción de torres, a través de acuerdos que fueron firmados simultáneamente con el 
Acuerdo de Accionistas en 2015. Por los contratos suscritos en 2015, junto con el Acuerdo 
de Accionistas, la Sociedad le paga mensualmente a DTH para cubrir los servicios prestados 
y DTH provee servicios para la Sociedad a través del señor Gaitán y la señora Echeverría, 
quienes fungen como directores de la Sociedad y a través de empleados de DTH y sus 
afiliadas de cada país en el que DTH opera. 
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una corte de Guatemala en diciembre de 2021 y enero de 2022. Esas 

denuncias estaban basadas en declaraciones falsas hechas en este 

arbitraje y una falsa descripción de los sucesos de septiembre de 2021 en las 

oficinas de DTH que culminaron en el despido del señor Gaitán y la señora 

Echeverría. Luego, los Demandados presentaron esas denuncias hechas en 

Guatemala ante este Tribunal porque no podían cumplir con (y no se les 

debería requerir ese cumplimiento o sancionarlos por no hacerlo) nuestras 

órdenes para restituir al señor Gaitán a lo que era al 19 de marzo, 2021. 

También presentaron estas falsas declaraciones a abogados en las 

jurisdicciones donde DTH opera y en un bufete de abogados en Estados 

Unidos para obtener documentos legales que fueron presentados a este 

Tribunal para respaldar la postura de los Demandados. En efecto, los 

Demandados decidieron atacar colateralmente la Orden del 12 de 

noviembre y se negaron a cumplir con ella, basándose en que las denuncias 

se encuentran pendientes, mientras le ocultaron al Tribunal que el supuesto 

fundamento de hecho para las denuncias consistía en las acusaciones que 

el Tribunal ya había rechazado en la Orden del 12 de noviembre. 

 

11. Ahora relatamos en detalle el historial procesal que sucedió después de la 

Orden del 12 de noviembre. Lo hacemos en parte porque una denuncia 

clave del supuesto sesgo del Tribunal, según lo declarado por el abogado 

de los Demandados durante la audiencia probatoria el 3 de junio, 2022, es 

que el Tribunal se negó injustamente a escuchar su evidencia en relación a 

la supuesta conducta indebida y criminalidad del señor Gaitán y la señora 

Echeverría en el marco procesal preferido por los Demandados, es decir, 

una moción presentada al Tribunal para destituirlos de sus cargos de la 

dirección de la Sociedad2. 

 
2 No nos compete evaluar nuestra propia imparcialidad, salvo que el Reglamento 
Comercial de la AAA y las normas éticas aplicables (por ej., el Código de Ética para los 
Árbitros en Disputas Comerciales de AAA-ABA) nos requiera que renunciemos si concluimos 
que no podemos continuar actuando de manera imparcial y hacer las revelaciones de los 
hechos que un observador razonable pudiera considerar que afectan nuestra 
imparcialidad, lo que cada uno de nosotros hemos hecho. 
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12. Diez días después de la Orden del 12 de noviembre, los Demandados 

presentaron al Tribunal una moción, en forma de carta, para una orden de 

destituir a Jorge Gaitán de la Dirección de Continental Towers LATAM 

Holdings Limited (la “Sociedad”), “por actos ilícitos que han perjudicado a la 

Sociedad y a DTH”. La carta también indicaba: “los Demandados están 

llamando contemporáneamente la atención de la Junta de la Sociedad 

sobre los hechos subyacentes buscando también la aprobación de la misma 

para la destitución de Gaitán como Director”. 

 

13. El Tribunal emitió una Orden Procesal al siguiente día, 23 de noviembre, 2021, 

que indicaba: 

 
El Tribunal ha recibido la solicitud de los Demandados del 22 de 
noviembre, 2021 (la “Solicitud”) para reconsiderar y aclarar la Orden 
que Otorga la Compensación Provisional del 12 de noviembre, 2021 
(la “Orden”) y para la suspensión de la efectividad de la Orden. 
 
La Solicitud, siempre y cuando busque una suspensión, es denegada 
y se reserva la decisión por lo demás. La fecha límite del 24 de 
noviembre para el cumplimiento e informe en relación al 
cumplimiento establecido en la Orden permanece vigente y estamos 
a la espera de recibir las declaraciones de las partes. 
 
Esta orden o la Solicitud no exime o pospone el cumplimiento con la 
Orden. 
 
Cualesquiera otras declaraciones en relación a la Solicitud, siempre y 
cuando se haya reservado una decisión, se harán únicamente como 
lo indique el Tribunal. 
 

14. En una carta separada el 30 de noviembre, 2021, los Demandados, a través 

de su abogado, discreparon con las afirmaciones de hecho que hizo el señor 

Gaitán en una carta del abogado de la Sociedad para el Tribunal con fecha 

23 de noviembre, 2021, que el señor Gaitán certificó como veraz. De nuevo, 

al Tribunal no se le solicitó una medida para destituir al señor Gaitán. La carta 

informaba que “las Accionistas A [los Demandados de Terra] han solicitado 
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una reunión de la Junta con las Accionistas B [los Demandantes de 

Peppertree3] para discutir estos y otros asuntos relacionados”. 

 

15. El 3 de diciembre, 2021, el abogado de los Demandados notificó al Tribunal 

“que Terra ha convocado a una reunión de la Junta para el siguiente martes, 

9 de diciembre, para tratar los asuntos que se han planteado en relación al 

señor Gaitán…” 

 

16. El 6 de diciembre, 2021, el Tribunal emitió una orden procesal que cubrió 

varios asuntos. Los más importantes son: (1) el Tribunal denegó la moción de 

los Demandados para reconsiderar la Orden del 12 de noviembre 

(habiéndose reservado la decisión antes de ello) y (2) instruyó que “si los 

Demandados desean solicitar la destitución del señor Gaitán como Director 

de la Sociedad, deberán presentar una resolución de la Junta para que la 

misma la apruebe antes del 13 de diciembre, 2021. Si no se presenta dicha 

resolución antes de esa fecha, la solicitud que los Demandados hicieron al 

Tribunal para la destitución del señor Gaitán será considerada como 

revocada”. La última instrucción se dio teniendo en cuenta el hecho de que, 

como se indicará en los párrafos 10 y 11, los Demandados habían informado 

al Tribunal sobre sus planes de presentar la propuesta de destitución del 

señor Gaitán como CEO de la Sociedad a la Junta, pero que no habían 

solicitado al Tribunal la destitución del señor Gaitán. Dadas las posturas de 

las Partes, el Tribunal entendió los informes que los Demandados nos 

entregaron, en relación al plazo de sus propuestas a la Junta, como una 

notificación de que podríamos esperar en poco tiempo una solicitud de 

parte de ellos para la destitución del señor Gaitán como CEO de la 

Sociedad. 

 

 
3 Las Demandantes Telecom Business Solution LLC y Latam Towers LLC son controladas por 
una compañía de capital privado de Cleveland, Ohio, Peppertree Capital Management, 
Inc. 
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17. El 9 de diciembre, 2021 el Tribunal envío un correo electrónico a las Partes 

que indicaba: 

 

En relación al cumplimiento con la Orden de Medida Provisional del 
12 de noviembre, 2021, emitida por el Tribunal, el Tribunal no propone 
emitir ninguna regla o medida adicional sin escuchar primero el 
testimonio de los testigos en relación a los hechos estipulados en las 
declaraciones que se han hecho respecto al tema del cumplimiento. 
Si las Partes desean realizar dicha audiencia, el único día que el 
Tribunal está disponible antes del Periodo de Vacaciones, con una 
notificación razonable, es el viernes, 17 de diciembre. Si se lleva a 
cabo dicha audiencia, esperamos escuchar el testimonio del señor 
Gaitán y del señor Hernández y recibir de antemano las declaraciones 
de las Partes sobre lo que otros testigos podrían testificar. 

 

18. El 10 de diciembre, 2021, el abogado de los Demandados presentó una 

carta informando que Terra había propuesto la destitución del señor Gaitán 

en una reunión de la Junta el día anterior, que los Directores nombrados por 

Peppertree no la respaldaron y que “en base a lo anterior, Terra solicita 

respetuosamente que el Tribunal considere y emita una orden sobre la 

moción de Terra para destituir al señor Gaitán”. 

 

19. Antes de que el Tribunal respondiera a esa solicitud, sin embargo, el 

abogado de los Demandados envió otra carta al Tribunal con fecha 13 de 

diciembre, 2021 “para proporcionarle al Tribunal evidencia adicional de la 

investigación en curso de DHT sobre el señor Gaitán…” (El Tribunal recibió 

esta carta el 14 de diciembre, 2021 a la 1:07 a.m., un registro de tiempo 

mencionado en la orden procesal citada en para. 20). 

 

20. En una orden procesal emitida el 15 de diciembre, 2021, el Tribunal indicó, 

en sus partes conducentes: 

 

Si la porción de la declaración del 14 de diciembre a la 1:07 a.m. que 
se relaciona con la propuesta de destitución del señor Gaitán no se 
ha presentado todavía a la Junta, y Terra desea reafirmar su esfuerzo 
para que la Junta destituya al señor Gaitán con base a los hechos 
establecidos en esta declaración, entonces Terra debería hacerlo. 
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Cuando la Junta haya emitido su voto en esta propuesta reafirmada, 
se debe notificar al Tribunal, en una comunicación conjunta, 
solamente sobre si la propuesta de Terra fue aprobada o rechazada. 
En ese momento, o a solicitud de Terra, si Terra no desea reafirmar su 
propuesta a la Junta, el Tribunal informará a las Partes qué otras 
declaraciones escritas, si las hay, serán permitidas en relación a la 
moción de destituir al señor Gaitán. En caso de que Terra haga dicha 
solicitud al Tribunal, deberá hacerlo simplemente como una 
notificación de la solicitud para la consideración de la moción y no 
deberá contener argumentos ni evidencia. 

 

(énfasis añadido). 

 

21. Por consiguiente, está claro que, a finales del 2021, el Tribunal no estaba 

desatendiendo una solicitud de los Demandados para tomar acciones 

sobre la destitución del señor Gaitán, con base a cualquier noción 

preconcebida de que la moción propuesta no se respaldaba con los 

hechos. El Tribunal había claramente instruido a los Demandados de volver 

a la Junta para que reconsideraran la cuestión, en vista de los nuevos 

hechos que los Demandados declararon haber descubierto (y para que las 

Partes informaran en conjunto el resultado para que el Tribunal considerara 

los siguientes pasos). 

 

22. El 4 de enero, 2022, los Demandados usaron la plataforma de una 

declaración solicitada sobre un asunto diferente para extender sus 

afirmaciones de los actos ilícitos del señor Gaitán. Pero la carta no contenía 

ningún informe de que el tema de la destitución del señor Gaitán haya sido 

presentada nuevamente ante a la Junta. 

 

23. En los meses siguientes, llevamos a cabo procesos por la moción de los 

Demandantes para forzar el cumplimiento de la Orden del 12 de noviembre 

y emitir sanciones por su incumplimiento. En el curso de esos procesos, que 

culminaron con nuestra Orden de fecha 15 de marzo, 2022, los Demandados 

realizaron más ataques al señor Gaitán y a la señora Echeverría. Los 

Demandados nos presentaron evidencia, casi toda eran rumores, que (1) el 
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señor Gaitán y la señora Echeverría eran acusados en un proceso penal en 

Guatemala, resultante de sus supuestas fechorías que presuntamente 

victimizaron a la Demandada DTH, incluyendo robo de información 

propiedad de la Sociedad, (2) una corte penal de Guatemala 

presuntamente emitió una orden de medida provisional en el proceso de la 

denuncia del 2022 interpuesta por DTH en contra del señor Gaitán y la señora 

Echeverría el 4 de febrero, 2022, para congelar sus cuentas bancarias y 

prohibirles salir de Guatemala (“orden ne exeat”), (3) una investigación 

interna de DTH supuestamente reveló que el señor Gaitán, con actos ilícitos 

y falsas declaraciones, había creado pasivos financieros considerables de la 

Sociedad para un cliente; y (4) una auditoría interna de DTH reveló un 

complot de malversación dirigido por el señor Gaitán y su padre (quien 

recientemente ha sido despedido de su empleo en DTH después de más de 

diez años de servicio). Pero los Demandados no informaron al Tribunal que 

su moción de destituir al señor Gaitán estaba lista para consideración del 

Tribunal, basada en la satisfacción de la condición precedente a la 

posibilidad de una acción del Tribunal sobre esa moción – es decir, que 

había existido consideración de la Junta sobre una resolución para destituirlo 

y que la Junta había rechazado dicha resolución4 (para ser claros, el Tribunal 

no declaró en ningún momento que un bloqueo de la Junta en una 

resolución para destituir o suspender al señor Gaitán y/o la señora 

 
4 El 28 de enero, 2022, los Demandados presentaron como evidencia, en oposición a la 
Moción de los Demandantes de Forzar el Cumplimiento con la Orden del 12 de noviembre, 
entre otras cosas, la declaración de un testigo de Jorge Hernández y la transcripción de la 
reunión de la Junta de la Sociedad, celebrada el 9 de diciembre, 2021 (Ex. R-96). El Señor 
Hernández, en la declaración de su testigo, no afirmó que los Directores de Peppertree 
habían votado en contra de la resolución para destituir al señor Gaitán y que, por lo tanto, 
la destitución del señor Gaitán estaba lista para consideración del Tribunal. Más bien, 
declaró que la postura de los miembros de la Junta nombrados por Peppertree en relación 
a dicha destitución fue que la Orden del 12 de noviembre emitida por el Tribunal los privaba 
de su facultad para votar por la destitución del señor Gaitán (Declaración del Testigo de 
Hernández 28/1/22 en para. 18). También declaró, y la transcripción lo sustenta, la postura 
que la propuesta de los Demandados en la reunión de la Junta del 9 de diciembre, 2021, 
había sido alternativamente: destituir al señor Gaitán o fijar la base para la indemnización 
de su cargo en la Sociedad. El sentido de la declaración del testigo del señor Hernández es 
que los Demandados intentaron, y no lo lograron, negociar con los Demandantes un 
acuerdo de indemnización para el señor Gaitán y la señora Echeverría (Id. en paras. 19-23). 
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Echeverría, presentada por los Demandados, sería una condición suficiente 

para que el Tribunal considerara una moción de los Demandados). 

 

24. Los Demandados sí hicieron un esfuerzo más para que el Tribunal actuara 

sobre sus solicitudes en relación al señor Gaitán y a la señora Echeverría, es 

decir, que el Tribunal considerara su moción de destituirlo. Eso fue el 25 de 

febrero, 2022, mientras la cuestión del incumplimiento/sanciones que 

habíamos estado tratando durante los últimos dos meses, que culminó en la 

audiencia oral el 12 de febrero, 2022, fuera sub judice. Pero este no fue el 

informe conjunto que habíamos solicitado sobre si la Junta había actuado 

sobre una resolución previamente presentada para destituir al señor Gaitán 

(Ver Orden citada en para. 17). Más bien, los Demandados presentaron una 

solicitud propuesta para una “compensación emergente” para suspender 

al señor Gaitán y a la señora Echeverría, por el tiempo que duraran los 

presuntos procesos penales pendientes que DTH interpuso en su contra en 

Guatemala, presuntamente basándose en que la continuidad de sus 

servicios a la Sociedad mientras dichos “procesos”5 estaban pendientes 

ponía en riesgo cumplimientos que la Sociedad no debía aceptar. 

 

25. Los Demandantes respondieron el 28 de febrero, 2022, informando al Tribunal 

que la Junta todavía no había actuado sobre la propuesta de los 

Demandados para dicha suspensión. Los Demandados presentaron una 

respuesta no solicitada el 2 de marzo, 2022, pretendiendo impugnar de 

forma factual las afirmaciones de los Demandantes sobre la acción o 

inacción de la Junta. El 15 de marzo, 2022, en la Orden Procesal No. 2022-02, 

el Tribunal actuó sobre la solicitud de permiso de los Demandados para 

destituir al señor Gaitán y a la señora Echeverría, denegando la solicitud. El 

Tribunal declaró: “Mientras que la decisión sobre si destituirlos de sus cargos 

en la Sociedad reside en la Junta de Directores bajo el Acuerdo de 

 
5 Usamos la frase “presuntos procesos penales” porque las denuncias de DTH presentadas 
en Guatemala pueden considerarse equivalentes a una notificación hecha a una fiscalía 
en Estados Unidos por una presunta víctima solicitando al fiscal que inicie una investigación. 
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Accionistas, la moción propuesta no tiene mérito y, por lo tanto, no se otorga 

la solicitud de permiso”. 

 

26. En esa Orden del 15 de marzo, 2022 (PO 2022-02), el Tribunal – sin decidir el 

elemento de hecho debatido sobre si la Junta había rechazado o no la 

resolución de Terra para suspender (no destituir) al señor Gaitán y la señora 

Echeverría, basada en supuestas prácticas corruptas y riesgos de 

cumplimiento legal, y sin decidir sobre si la suspensión indefinida del señor 

Gaitán y la señora Echeverría era un asunto considerablemente diferente a 

su destitución – determinó que no teníamos la facultad para sustituir nuestro 

criterio por el de la Junta e imponer la versión del resultado correcto de los 

Directores nombrados por Terra. La base principal de ese fallo fue que el 

Acuerdo de Accionistas le otorga a la Junta la facultad para contratar y 

despedir al Equipo Ejecutivo de la Sociedad y requiere de la mayoría de 

votos de los directores para tomar dichas decisiones. Esa postura también 

fue una premisa esencial de nuestra Orden del 12 de noviembre. No tuvo 

nada que ver con cualquier rechazo prematuro de la evidencia de los 

Demandados. Ese fallo dejó libres a los Demandados para solicitar permiso 

para entablar demandas en contra de los Demandantes en la teoría de 

violación a las obligaciones fiduciarias, basándose en las presuntas acciones 

de los Directores de la Sociedad nombrados por Peppertree para rechazar 

la destitución o suspensión del señor Gaitán y la señora Echeverría. No han 

solicitado hacerlo. 

 

27. De modo que la trayectoria procesal que nos llevó a este Laudo será 

claramente comprendida, abordamos aquí una Orden separada del 15 de 

marzo, 2022 (Orden Procesal 2022-01) que aún no se ha discutido. Cuando 

los Demandantes iniciaron el proceso para solicitar sanciones por el 

incumplimiento con la Orden del 12 de noviembre en enero de 2022, 

presentaron como evidencia del incumplimiento ciertas publicaciones que 

habían sido hechas por las afiliadas de DTH en medios de comunicación de 

Costa Rica, Panamá y Guatemala, declarando, y dirigiéndose 
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expresamente a los clientes de DTH y al público, su total desvinculación con 

el señor Gaitán y la señora Echeverría. Estas publicaciones habían sido 

hechas el o aproximadamente el 10 de enero, 2022 (como se verá más 

adelante en este Laudo, resulta que el momento de esas publicaciones 

coincidió con la presentación de la denuncia de DTH en Guatemala, el 13 

de enero, 2022, que, en su forma enmendada de fecha 20 de enero, 2022, 

mencionó como acusados al señor Gaitán y a la señora Echeverría y a otros 

dos empleados de DTH quienes presuntamente conspiraron penalmente 

con ellos). La sanción que impusimos por el incumplimiento con la Orden del 

12 de noviembre, 2021, en esta Orden del 15 de marzo, 2022 (PO 2022-01), 

fue que DTH debía hacer que sus afiliadas publicaran anuncios correctivos y 

curativos en los mismos medios en los que aparecieron las publicaciones de 

DTH relacionadas al señor Gaitán y la señora Echeverría el 10 de enero. 

Declaramos en las partes conducentes: 

 

La Demandada DTH hará que sus subsidiarias en Guatemala, Costa 
Rica y Panamá, como se identificaron anteriormente, … publiquen 
inmediatamente, en los mismos medios de comunicación en los que 
se publicaron los anuncios, con el mismo membrete corporativo y en 
el(los) mismo(s) idioma(s), tamaños de fuente y estilos que los 
anuncios, lo siguiente: 
 

ANUNCIO IMPORTANTE A NUESTROS CLIENTES, CONTRATISTAS Y 
PROVEEDORES EN LA INDUSTRIA DE TELECOMUNICACIONES 

[información de identificación corporativa idéntica a la del anuncio 
del 10 de enero] por este acto revoca su anuncio de fecha 10 de 
enero, 2022 en relación al señor Jorge Alberto Gaitán Castro y la 
señora Carol Odette Echeverría Carbrera [sic]6 de Reyes acorde a las 
órdenes de un tribunal arbitral internacional de fecha 12 de 
noviembre, 2021 y 15 de marzo, 2022 que son obligatorias para DTH 
Holdings, Inc., la sociedad matriz de [la entidad]. Ratificamos los 
cargos del señor Gaitán Castro y la señora Echeverría Cabrera de 
Reyes en nuestra sociedad como dirección ejecutiva completamente 
autorizada de nuestra afiliada Continental Latam Holdings Limited. 

 

 
6 “[Sic]” connota que hubo un error ortográfico en la Orden del Tribunal del 15 de marzo, 
2022. Carbrera debería ser Cabrera. 
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En la PO 2022-01 les ordenamos a los Demandados presentar prueba de 
cumplimiento en diez días hábiles. 
 

28. En la fecha límite para el cumplimiento/reporte de cumplimiento de los 

Demandados, 30 de marzo, 2022, el Tribunal recibió una carta del abogado 

de DTH y Jorge Hernández, Allan Joseph, en el que indicó que “no existía 

prueba para presentar” porque no existía ningún cumplimiento. Como 

justificación por el incumplimiento, la carta del señor Joseph afirmaba que 

el Tribunal no tenía jurisdicción para ordenar la publicación del anuncio 

correctivo y, además, que “DTH no puede cumplir con las directrices en la 

Orden del Tribunal porque requiere que las respectivas subsidiarias locales 

de DTH actúen en contra de las leyes locales y de las normas corporativas”. 

La carta del señor Joseph continuaba: “Las entidades locales de DTH no 

pueden publicar un anuncio indicando que Jorge A. Gaitán y Carol 

Echeverría continúan en sus cargos en nuestra sociedad cuando estos 

individuos… son acusados de actos criminales lo cual potencialmente pone 

a cada subsidiaria local en violación de las leyes locales” (énfasis añadido). 

En respaldo a la última postura, los Demandados presentaron tres 

declaraciones escritas de abogados de varios países donde DTH tiene 

afiliadas y cinco cartas administrativas de la dirección de esas afiliadas de 

DTH pretendiendo tomar posturas, amparándose en las cartas de los 

abogados, cada una procurando opinar que el compromiso continuo de la 

Sociedad con el señor Gaitán y la señora Echeverría presentaba un riesgo 

de cumplimiento inaceptable en vista de las acusaciones penales (de DTH) 

en contra de ellos y la otra evidencia de conducta indebida presuntamente 

descubierta por los Demandados. También presentaron un Memorándum 

de fecha 16 de febrero, 2022 emitido por el bufete de abogados americano 

Morrison & Foerster (en lo sucesivo, el “Memorándum Morrison”), que 

pretendía recomendarle a la Sociedad que no era apropiado que el señor 

Gaitán continuara en su cargo como Director de Cumplimiento en la misma 

mientras los procesos penales en su contra estaban en curso. Discutiremos el 

Memorándum de Morrison más adelante en este Laudo. 
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29. Como explicamos en este Laudo, la postura promovida por el señor Joseph 

como abogado de DTH y el señor Hernández (y a la que se unieron los otros 

Demandados) resulta haber sido insostenible debido a la falsedad de los 

supuestos hechos en que se basaron las diversas opiniones legales/de 

cumplimiento y la carta administrativa y en la que se fundamentó la postura 

legal afirmada por el señor Joseph en esa carta del 30 de marzo, 2022. 

 

30. Al llegar la fecha límite para el cumplimiento con la orden del 15 de marzo 

PO 2022-01 y los Demandados no habían publicado los anuncios correctivos, 

pero en su lugar habían presentado las razones del incumplimiento recién 

descrito, los Demandantes volvieron a solicitar sanciones. En ese momento, 

y antes de programar las declaraciones de los Demandados en relación a 

la nueva moción para sanciones, el Tribunal decidió considerar si debería 

realizarse una audiencia probatoria para determinar los hechos respecto a 

la presunta conducta indebida y criminalidad del señor Gaitán y la señora 

Echeverría. 

 

31. Antes de establecer un horario para que los Demandados respondieran por 

escrito a esa moción para sanciones, el Tribunal convocó a una conferencia, 

que se llevó a cabo el 12 de abril, 2022. En esa conferencia, el Tribunal 

discutió la perspectiva de dicha audiencia probatoria con las Partes, 

después de haber solicitado sus puntos de vista a través de un cuestionario 

escrito. 

 

32. Después de esa conferencia, el Tribunal emitió la Orden Procesal No. 2022-

06 el 26 de abril, 2022 que establecía los siguientes puntos clave aquí 

relevantes: 

 

1) “El Tribunal ha determinado, con respecto al incumplimiento con 

nuestra Orden del 15 de marzo, aplazar la consideración de cualquier 

posible sanción, o identificar potenciales sanciones para comentarios 
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bajo la Regla R-587 hasta que se haya llevado a cabo una audiencia 

probatoria de forma acelerada para considerar y evaluar la 

evidencia de los Demandados sobre la conducta indebida de parte 

del señor Gaitán y la señora Echeverría y ciertas personas de quienes 

afirman que han actuado en sintonía con ellos, incluyendo al padre 

del señor Gaitán. Dichas acusaciones de conducta indebida 

parecen ser la base principal de la negativa de los Demandados a 

cumplir con la divulgación correctiva establecida en la Orden del 15 

de marzo”. 

 

2) El Tribunal reservó fechas para las audiencias en mayo y a principios 

de junio e invitó a las Partes a comentar sobre qué testigos deberían 

dar testimonio oral y qué pruebas documentales adicionales, si las 

hay, deberían proporcionarse antes de la audiencia. 

 

3) Se les invitó a los Demandados a que enviaran comentarios por 

escrito en relación al fundamento legal para el incumplimiento con la 

Orden del 15 de marzo y para responder en otros aspectos a la 

moción para sanciones de los Demandantes. 

 

 
7 No obstante, esta referencia a la Regla R-58 en la Orden Procesal No. 2022-06, después de 
una consideración cuidadosa, hemos determinado que la Regla 58(b) del Reglamento 
Comercial de la AAA no requiere una “oportunidad para responder” separada previo a un 
Laudo por sanciones, en el que los Demandados podrían comentar específicamente sobre 
las sanciones que el Tribunal pretende imponer. La interpretación adecuada de la Regla 
58(b) es que los Demandados deberían tener la oportunidad de hacer declaraciones sobre 
si la imposición de la sanción está justificada. Esta interpretación sigue a la Regla 58(a) que 
autoriza al Tribunal para imponer las “sanciones adecuadas”. Si la Regla 58(b) ordenara una 
fase distinta para comentarios sobre si una sanción contemplada en particular es una 
“sanción adecuada”, la Regla así lo establecería. Asimismo, la Regla 58(a) trata sobre cómo 
un Tribunal debe proceder en el caso de un tipo de sanción en particular, es decir, uno que 
“limite la participación de una parte en el arbitraje o resulte en una determinación adversa 
de un asunto”. En ese caso, la Regla no indica una oportunidad para comentarios en 
relación a la sanción específica sino requiere que el árbitro “explique esa orden por escrito 
y requiere la presentación de evidencia y argumentos legales previo a emitir un laudo”. 
Hemos cumplido con la Regla 58(a) con respecto a cada una de las sanciones impuestas 
en este laudo. 
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33.  El 29 de abril, 2022, el abogado de la Sociedad notificó al Tribunal que el 

señor Gaitán y la señora Echeverría estarían disponibles para testificar. 

También en esa fecha, los Demandantes proporcionaron fechas de 

disponibilidad y en una declaración escrita aportaron comentarios sobre 

propuestas de testigos y propuestas de pruebas documentales que deben 

proporcionar los Demandados. 

 

34. Los Demandados también presentaron comentarios el 29 de abril, 2022, 

haciendo las siguientes afirmaciones: 

 

1) “El Tribunal no tiene jurisdicción para ordenar que las no partes tomen 

cualquier medida en este arbitraje, especialmente donde esas no 

partes son partes en acuerdos con subsidiarias de la Sociedad que 

contienen disposiciones de arbitraje distintas”. 

 

2) “La Orden del 15 de marzo es un laudo parcial y es parte de la moción 

de anulación actualmente pendiente ante el Distrito Sur de Nueva 

York, dejando a este Tribunal functus officio”. 

 

3) “La negativa de los Demandados para cumplir con la Orden del 15 

de marzo no tiene nada que ver con la conducta indebida del señor 

Gaitán y la señora Echeverría y no hay necesidad de tomar 

declaraciones en ese sentido”. Esto contradijo directamente la 

postura tomada por el señor Joseph en su carta al Tribunal el 30 de 

marzo, 2022 (citada en el Párrafo 28). En un pie de página, los 

Demandados afirmaron que la renuencia del Tribunal para considerar 

la moción de los Demandados de destituir al señor Gaitán y a la 

señora Echeverría de sus cargos en la Sociedad fue un producto de 

“la evidente parcialidad y sesgo del Tribunal8”. 

 
8 En la declaración del 29 de abril, 2022, la acusación de los Demandados sobre el sesgo 
del Tribunal fue vinculada por los Demandados a la invitación que el Tribunal hizo a las 
Partes, hecha en la Orden Procesal No. 2022-06 el 26 de abril, 2022 para comentar sobre si 
el Tribunal podría instruir el reemplazo del CFO de la Sociedad, el señor Quisquinay, como 
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35. El Tribunal consideró la afirmación de los Demandados que su “negación 

para cumplir con la Orden del 15 de marzo no tenía nada que ver con la 

conducta indebida del señor Gaitán y la señora Echeverría”. Al elegir 

 
sanción por la violación de los Demandados a la Orden del 8 de diciembre, 2021. Esa Orden 
del 8 de diciembre había instruido a los Demandados que tomaran todas las medidas 
necesarias para asegurar que la Sociedad pagara los costes legales del abogado de la 
Sociedad. Basta con indicar que el Tribunal (1) no ha destituido al señor Quisquinay de su 
cargo y (2) se ordenó otra solución para abordar la disputa sobre la negativa del señor 
Quisquinay para pagar los honorarios del abogado de la Sociedad en la PO 2022-04. 
 
Unos días después, supimos por los Demandantes que los Demandados les habían 
presentado una acusación (presuntamente no de ellos sino de un “informante” anónimo, a 
mediados de marzo de 2022) que Goldman Sachs, la entidad matriz indirecta de la 
Demandante AMLQ, había pagado un soborno por $250,000.00 al Presidente del Tribunal 
justo antes de la confirmación de su cita en junio de 2021. Esta acusación apareció en un 
sitio de internet y resulta que fue el segundo de dos artículos en sitios web oscuros 
relacionados a este caso y que presuntamente se basaban en los reportes de un 
“informante”. El otro, publicado inicialmente el 25 de febrero, 2022, y se dice que se basó 
en los reportes de un informante quien era un ex empleado de Peppertree, se tituló 
“Peppertree Envuelta en Escándalo de Corrupción, Afirma un Informante”, y se refería a las 
mismas aparentes preocupaciones de cumplimiento del FCPA planteadas en el 
Memorándum Morrison por el servicio continuo del señor Gaitán como director de 
cumplimiento del FCPA (ver párrafos 90 et seq. de este Laudo). (PPT-AMLQ Ex.83). 
 
En cuanto al reporte del “informante” en relación a Goldman Sachs y el Presidente del 
Tribunal, la correspondencia presentada por el abogado de AMLQ mostró que Goldman 
Sachs, tras una investigación, había determinado que esa acusación no tenía fundamento. 
Después, el Tribunal les proporcionó a las Partes una refutación separada, basada en la 
información entregada por el Presidente. Luego, los Demandados solicitaron al Tribunal que 
investigara, inter alia, emitiendo citaciones arbitrales para Goldman Sachs. Respaldaron la 
solicitud con declaraciones juradas emitidas por investigadores forenses contratados por los 
Demandados, con el encabezado del caso en el Distrito Sur de Nueva York, en relación al 
PFA-1, pero que evidentemente no presentaron. El Tribunal se negó a embarcarse en la 
investigación propuesta. Los Demandados no le han solicitado al Presidente que se retire. 
No sabemos si los Demandados solicitaron al ICDR que descalifiquen al Presidente, pero si 
se hizo dicha solicitud, no ha sido otorgada. El Presidente y el Tribunal consideraron, pero 
rechazaron, la posibilidad de una renuncia. Si la inquietud se sentía naturalmente en 
respuesta a dichas acusaciones o a la solicitud de investigación hecha después de la 
refutación, podría justificarse el quitar a uno o más miembros de un tribunal, algunas de las 
partes en los arbitrajes estarían inclinadas a cometer actos provocadores para lograr esto 
y la institución del arbitraje estaría comprometida. Ver William W. Park, Sesgo de los Árbitros, 
TRANSNATIONAL DISPUTE MANAGEMENT (TDM), enero de 2015, www.transnational-dispute-
management.com (visto por última vez el 5 de ago., 2022): “Para promover la confianza de 
los litigantes en el proceso arbitral, a veces un árbitro podría retirarse solo para mitigar la 
incomodidad de una de las partes. No siempre, sin embargo. En algunos casos, no sería 
correcto permitir la interrupción de los procesos por miedos irrazonables, ya sean reales o 
simulados”. 

http://www.transnational-dispute-management.com/
http://www.transnational-dispute-management.com/
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proceder con la audiencia probatoria declarada, también concluimos que 

(1) solo si las afirmaciones de hecho de los Demandados sobre el señor 

Gaitán y la señora Echeverría fueran ciertas, podría existir cualquier excusa 

– que podría resultar en la denegación de sanciones o mitigar la severidad 

de las sanciones – para el total incumplimiento de las órdenes del Tribunal 

del 12 de noviembre, 2021, 8 de diciembre, 2021 y 15 de marzo, 2022, (2) por 

lo tanto, escuchar la evidencia y darle una justa oportunidad procesal a 

ambas partes para presentar evidencia fue un fundamento necesario para 

nuestra sentencia sobre imponer cualquier otra sanción y, de ser así, la 

severidad de la sanción a imponer, y (3) en todo caso, los Demandantes, en 

sus comentarios del 29 de abril, 2022 aprobaron la propuesta del Tribunal 

para realizar la audiencia. En efecto, los Demandantes buscaron la 

oportunidad para mostrar, en una evidencia probatoria, que las 

acusaciones de los Demandados en relación a la conducta indebida del 

señor Gaitán y la señora Echeverría no tenían fundamento.  Ellos presentaron 

una lista de testigos que consistían en personas asociadas con evidencia 

escrita que los Demandados habían presentado. Y presentaron propuestas 

de solicitudes para la producción de documentos, incluyendo categorías de 

documentos que los Demandantes habían solicitado para que los miembros 

de la Junta de la Sociedad nombrados por Peppertree los revisaran, en 

relación con las propuestas de los Directores nombrados por Terra para la 

destitución o suspensión indefinida del señor Gaitán y de la señora 

Echeverría de la dirección de la Sociedad. 

 

36. Por consiguiente, el 4 de mayo, 2022, el Tribunal presentó la Orden Procesal 

No. 2022-07 (esta Orden fue emitida nuevamente el 5 de mayo con una 

pequeña enmienda). Les ordenamos a los Demandados que presentaran 11 

categorías de documentos el o antes del 12 de mayo, 2022. También les 

ordenamos a los Demandados que hicieran comparecer a siete testigos 

para dar declaración. Le ordenamos a la Sociedad que hicieran 

comparecer a dos testigos para dar declaración: el señor Gaitán y la señora 

Echeverría. Les instruimos a las Partes que coordinaran entre ellos un horario 
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para la comparecencia de los testigos. También declaramos la intención del 

Tribunal para emitir una citación arbitral para el bufete de abogados 

Morrison & Foerster (“Morrison”), cuyo Memorándum de fecha 16 de febrero, 

2022 había sido presentado como evidencia por los Demandados. 

Adjuntamos a nuestra Orden un borrador de la citación, el cual había sido 

cuidadosamente redactado para minimizar las implicaciones de privilegio e 

invitamos a las Partes a comentar antes del 5 de mayo. Los Demandados no 

hicieron ningún comentario. Después, la citación se emitió y Morrison la 

recibió. 

 

37. El 11 de mayo, 2022, los Demandantes presentaron al Tribunal un correo 

electrónico que su abogado había recibido del abogado de Terra en esa 

fecha, que indicaba: “los Demandados no presentarán a ningún testigo 

para las próximas audiencias probatorias. Hemos dejado nuestra postura lo 

suficientemente clara que este Tribunal es functus officio. También negamos 

que todos esos testigos estén bajo nuestro control. No lo están. 

Presentaremos una respuesta específica para el plazo límite de mañana con 

objeciones específicas, pero para los propósitos de programación, no 

presentaremos a ningún testigo. El abogado de DTH Holdings, Inc. se une a 

esta postura” (énfasis añadido). El 16 de mayo, 2022, los Demandados 

confirmaron en un correo electrónico del señor Joseph al Tribunal que 

“conforme a las objeciones de los Demandados, los abogados de los 

Demandados comparecerán remotamente como observadores” (énfasis 

añadido). 

 

38. El 12 de mayo, 2022, el Tribunal recibió un correo electrónico del abogado 

de DTH/señor Hernández, el señor Joseph, manifestando varias objeciones a 

la citación de Morrison e indicando que se estaba preparando una objeción 

formal (a pesar de que los Demandados no presentaron ninguna respuesta 

al borrador de la citación que el Tribunal les proporcionó a las Partes para 

sus comentarios antes de ser entregada). Después de recibir los comentarios 

del abogado de los Demandantes, el Tribunal denegó la objeción/moción 
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de invalidar la Orden Procesal No. 2022-09 de fecha 15 de mayo, 2022. Esa 

Orden rechazaba la afirmación de los Demandados que el Tribunal era 

functus officio e incorporaba el razonamiento del Tribunal sobre esa objeción 

de los Demandados que había sido presentada en la Orden Procesal No. 

2022-08 el 9 de mayo, 20229. 

 

39. También el 12 de mayo, 2022, los Demandados presentaron los comentarios 

sobre la PO 2022-07 indicando inter alia que el Tribunal no tenía la facultad 

de llevar a cabo la audiencia, que el Tribunal era functus officio, que el 

Tribunal estaba sesgado en contra de los Demandados, que el Tribunal no 

tenía la facultad de instruir a los Demandados para presentar evidencia y 

que el cumplimiento con ciertas solicitudes de evidencia del Tribunal sería 

ilegal bajo las leyes de Guatemala y El Salvador. 

 

40. Esa declaración del 12 de mayo no venía en forma de moción para 

compensación: los Demandados no solicitaron al Tribunal revocar la PO 

2022-06 o la PO 2022-07. Y, según sabemos, los Demandados no solicitaron 

en ningún foro judicial exigir este aspecto del arbitraje. Abordamos las 

afirmaciones en esa declaración aquí: 

 

1) La afirmación de los Demandados que el Tribunal estaba sesgado en 

contra de ellos de nada servía porque este tribunal arbitral no tiene la 

facultad de juzgar asuntos sobre su propia imparcialidad o 

independencia. Los Demandados pudieron cuestionar a uno o más 

miembros del Tribunal por supuestos sesgos inapropiados ante el ICDR 

o cuestionar un laudo del Tribunal en la corte, basándose en 

“parcialidad evidente”. Hacer esta acusación no serviría como base 

para que el Tribunal excusara el cumplimiento con su propia orden de 

presentar evidencia en y antes de una audiencia. 

 
9 La PO 2022-08 se refería al incumplimiento de los Demandados con nuestra Orden del 8 
de diciembre, 2021 que los instruía a facilitar, y no obstruir, el pago de los honorarios legales 
del abogado de la Sociedad en el arbitraje. 
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2) La objeción razonada del Tribunal sobre la postura de functus officio 

de los Demandados se estableció en la PO 2022-08 y la PO 2022-09. 

En la PO 2022-08, el 9 de mayo, 2022, abordamos la afirmación de los 

Demandados que nuestra Orden del 8 de diciembre, 2021, en 

relación al pago de los honorarios del abogado de la Sociedad, 

aunque el Tribunal lo identificó como una “orden”, en realidad era un 

“laudo” y que, por lo tanto, no teníamos la facultad de abordar las 

acusaciones en 2022 que los Demandados estaban instruyendo al 

CFO de la Sociedad (también empleado en DTH) de no hacer esos 

pagos. Constatamos que, además de nuestra propia caracterización, 

bajo la jurisprudencia federal más persuasiva10, nuestra Orden del 8 

de diciembre se refería a un asunto de procedimiento en el arbitraje 

– el derecho de la Sociedad del servicio continuo de su abogado – y 

no constituía ninguna parte, mucho menos una parte sustancial, de 

los méritos o cualquier demanda separada e independiente. 

También examinamos la postura de los Demandados sobre el functus 

officio en la PO 2022-09 el 15 de mayo, 2022, después que los 

Demandados objetaran nuestra emisión de una citación arbitral en 

relación con los asuntos decididos en este Laudo, basándose en que 

nuestra orden provisional del 12 de noviembre, también identificada 

por nosotros como una “orden”, también era en realidad un “laudo”, 

dejándonos sin la facultad para abordar más la cuestión sobre si 

había existido cumplimiento con la Orden del 12 de noviembre. Ahí 

establecimos en las partes conducentes: “Ninguna de las partes ha 

afirmado alguna demanda por los méritos en relación al estatus del 

señor Gaitán y la señora Echeverría. Estos asuntos son colaterales a las 

 
10 La PO 2022-08 citó y discutió, principalmente, Publicis Communication v. True North 
Communications Inc., 206 F.3d 725 (7º Cir. 2000). También discutimos los casos del Segundo 
Circuito, que habían sido citados por los Demandados, que permitían tratar una decisión 
interlocutoria de un tribunal arbitral como un Laudo cuando resuelve una demanda 
separada e independiente. Ver, p. ej., Metallgesellschaft A.G. v. M/V Capitan Constante, 
790 F.3d 280, 283 (2d Cir. 1986); Sperry Int’l Trade, Inc. v. Gov’t of Israel, 532 F. Supp. 901, 906 
(S.D.N.Y.), aff’d, 689 F.2d 301 (2d Cir. 1982). 
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demandas por méritos sin resolver, incluyendo las demandas de los 

Demandantes por daños presuntamente causados por apropiación 

indebida de fondos de la Sociedad por parte de DTH”. 

 

3) Los Demandados evidentemente no obtuvieron una orden judicial 

para prohibir el proceso basándose en que somos functus officio y, 

por lo tanto, en los procesos ante este Tribunal, continúan obligados 

a cumplir con las órdenes del Tribunal en relación a estos procesos o 

corren el riesgo de las consecuencias del incumplimiento bajo las 

Reglas Comerciales de la AAA. Los Demandados tomaron la decisión 

de limitar su participación al estatus descrito por ellos como 

“observadores” en las audiencias probatorias del 3 de junio y 22 de 

julio. Mientras que no aceptamos la legitimidad de sus razones para 

imponer esa limitación en su participación, adaptamos su asistencia 

en los procesos porque como Partes tenían todo el derecho de asistir. 

Y permitimos que los Demandados cambiaran su postura y 

participaran completamente en cada etapa, a lo que ellos eligieron 

no hacer. 

 

4) La afirmación de los Demandados que el Tribunal no tenía la facultad 

de ordenar la presentación de documentos o la comparecencia de 

testigos, bajo el Reglamento Comercial de la AAA, tampoco tenía 

mérito. Ver la Regla Comercial de la AAA R-34(a) (“Las partes… 

presentarán dicha evidencia según el árbitro lo considere necesario 

para la comprensión y determinación de la disputa”). Esa Regla 

aplica a todos los asuntos, procesales o sustanciales, finales o 

interlocutorios, que a un Tribunal se le pida que determine. 

 

5) Las afirmaciones de los Demandados que el Tribunal les ordenó 

preparar la comparecencia de testigos que no eran controlados por 

ellos fueron contrarias a los registros. Esos testigos eran empleados de 
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los Demandados o profesionales contratados por los Demandados 

para presentar evidencia para su uso en el arbitraje. 

 

6) Un ejemplo de dicho control se refiere a una opinión de un abogado 

de Guatemala entregada en mano al abogado interno de Terra, 

Danielle Kirby, el 12 de mayo, 2022 y entregada posteriormente al 

Tribunal por el abogado de los Demandados en esa fecha (Ex. R-131). 

El autor de la opinión, al igual que la señora Kirby, está entre los 

testigos cuya comparecencia para dar declaración fue ordenada 

por el Tribunal y quien los Demandados afirman que no está bajo su 

control. Este abogado de Guatemala, Mario Roberto Méndez 

Álvarez, fue anotado como testigo en la PO 2022-07 porque los 

Demandados presentaron como evidencia un supuesto expediente 

de una audiencia de un proceso penal en Guatemala el 4 de febrero, 

2022, en el que el señor Méndez aparece como abogado de la 

afiliada de DTH, que era la denunciante. Él es un testigo dentro del 

control de los Demandados bajo las normas jurídicas que aplicamos11. 

El que no compareciera a testificar, no solo viola nuestra Orden sino 

da lugar a que no le demos peso como evidencia a su Opinión del 12 

de mayo12. 

 
11 Bajo la ley de Nueva York (que no rige sobre este asunto sino es un punto de referencia 
adecuado), “el control se usa en un sentido muy amplio e incluye a un testigo bajo la 
influencia de una de las partes o a uno de quien se pudiera deducir naturalmente su buena 
fe hacia una de las partes”. Kupfer v. Dalton, 169 A.D.2d 819, 820 (2d Dep’t 1991). 
12 El Reglamento Comercial de la AAA le proporciona al Tribunal una guía en este contexto. 
La Regla R-23 establece, en la parte relevante, que “el árbitro tendrá la autoridad para 
llegar a una resolución justa, eficiente y económica del caso, incluyendo sin limitación… (d) 
en el caso del incumplimiento voluntario con cualquier orden emitida por el(los) árbitro(s), 
deducir inferencias adversas [y] excluir evidencia y otras declaraciones”. Además, el 
párrafo 53 de la Orden Procesal No. 2 establece, en sus partes conducentes, que “el que 
un testigo no comparezca sin excusa para el interrogatorio será un fundamento apropiado 
para la exclusión de la Declaración del Testigo”. 
También en el párrafo 11 de la Orden Procesal No. 2 expresó el intento del Tribunal de 
guiarse (pero no obligarse) por la Guía del ICDR para los Árbitros en Relación a los 
Intercambios de Información (“Guía ICDR”) y las Guías de la IBA sobre la Obtención de 
Pruebas en el Arbitraje Internacional (“Guías IBA”). La Guía 8b. de las Guías IBA establece: 
“En caso que alguna de las partes no cumpla con una orden para el intercambio de 
información, el Tribunal podrá deducir inferencias adversas y podrá tomar en cuenta dicho 
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7) En cualquier caso, esta Opinión del 12 de mayo, escrita por el señor 

Méndez Álvarez, no provee ninguna excusa para el incumplimiento 

de los Demandados con nuestra Orden de presentación de 

evidencia de conducta criminal del Señor Gaitán que fue presentada 

en la corte de Guatemala. La objeción de la “jurisdicción” sobre que 

el Tribunal no puede solicitar la presentación de evidencia que está 

en posesión de las afiliadas de DTH, no solo es similar a las objeciones 

con relación a esas afiliadas, que hemos rechazado en múltiples 

ocasiones, sino que se contradice con un expediente probatorio, no 

refutado en este caso, que una persona individual, Jorge Hernández, 

controla a DTH y a cada una de sus afiliadas en cada país y, por lo 

tanto, una orden a DTH para la presentación de evidencia no es 

inválida porque una afiliada de DTH tenga esa evidencia 

(observamos que nuestro tratamiento hacia el asunto jurisdiccional 

incluyó un análisis específico de las secciones de los acuerdos 

relevantes de las Partes en los que era evidente que DTH había 

celebrado el acuerdo como agente de sus afiliadas y no simplemente 

como principal, por lo que las afiliadas, contrario a los argumentos de 

los Demandados, son, de hecho, Partes en esos acuerdos. Un 

elemento de nuestro análisis, también fue que nuestras órdenes 

instruían el cumplimiento de DTH, no de sus afiliadas, y que DTH en 

ningún momento ha mostrado no tener la capacidad de dirigir la 

conducta de sus afiliadas). 

 

 
incumplimiento en la asignación de costes”. El Artículo 9(6) de las Guías IBA establece, en 
sus partes conducentes: “si alguna de las partes no presenta ningún Documento que el 
Tribunal Arbitral haya ordenado que se presentara, el Tribunal Arbitral podrá inferir que dicho 
documento podría ser adverso a los intereses de esa Parte”. El Artículo 9(7) de las Guías IBA 
establece, en sus partes conducentes, que “si una de las Partes no cumple sin una 
explicación satisfactoria… para poner a disposición cualquier evidencia, incluyendo 
testimonios, que el Tribunal haya ordenado que se presentaran, el Tribunal Arbitral podrá 
inferir que dicha evidencia sería adversa para los intereses de esa Parte”. 
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8) Rechazamos en sus méritos la opinión completamente conclusiva del 

señor Méndez Álvarez que “también sería totalmente ilegal darle [al 

Tribunal] evidencia que es parte de un proceso penal, y que está en 

posesión del fiscal, por los actos criminales cometidos dentro del 

territorio nacional que no están relacionados con el arbitraje 

específico” (énfasis añadido). En primer lugar, es simplemente falso 

que los supuestos actos criminales “no están relacionados con el 

arbitraje específico”. Ahora que tenemos la denuncia enmendada 

de Guatemala presentada por DTH el 20 de enero, 2022 a través del 

señor Méndez Álvarez como abogado de DTH, sabemos que las 

acusaciones de criminalidad del señor Gaitán y la señora Echeverría 

presentadas por el señor Méndez Álvarez es más que todo un retoque 

de la versión del señor Hernández sobre las reuniones en las oficinas 

de DTH en Guatemala el 27-28 de septiembre, 2021 – hechos que 

formaron el núcleo factual de nuestra compensación provisional en 

octubre de 2021 y que llevó a la Orden del 12 de noviembre. 

 

9) Asimismo, para demostrar un asunto genuino de ilegalidad bajo las 

leyes de Guatemala que debería causar, a modo de discreción, que 

nuestro Tribunal modifique su orden de presentación, necesitaríamos 

saber específicamente cómo estaría expuesto el testigo a 

consecuencias legales adversas en Guatemala si él o ella cumpliere 

con nuestra orden. Además, Terra y DTH, las entidades Demandadas 

a quienes dirigimos nuestras órdenes, son entidades de Panamá y de 

las Islas Vírgenes Británicas, y Jorge Hernández es un residente de 

California. No se demuestra cómo el cumplimiento con nuestras 

órdenes de presentación los expondría a consecuencias legales 

adversas en Guatemala. Para ser claros, esta opinión del señor 

Méndez Álvarez pretende opinar no sobre el supuesto efecto de la ley 

guatemalteca sobre él como ciudadano guatemalteco sino sobre la 

supuesta ilegalidad bajo las leyes de Guatemala para “Terra y/o DTH 

para presentar información” sobre las denuncias en Guatemala 
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hechas por las afiliadas de DTH en contra del señor Gaitán, la señora 

Echeverría y algunos de sus ex colegas en DTH. Su “opinión” de dos 

oraciones, citando la falta de autoridad legal, no plantea ningún 

asunto genuino sobre la ilegalidad del cumplimiento con nuestra 

orden de presentación. 

 

10) El 12 de mayo, 2022, los Demandados también presentaron una 

declaración escita por una persona, quien se identifica como Luis 

Edgar Morales Joya, un abogado penal en El Salvador. La 

declaración es en parte la de un testigo de hechos y en parte 

pretende ser una opinión sobre las leyes de El Salvador (Ex. R-132). El 

señor Morales indica: “Presentaré cargos penales y civiles [en contra] 

de Jorge Leonel Gaitán Paredes [el padre del señor Gaitán] y alguien 

más por los delitos de Fraude Administrativo y Falsificación o 

Alteración de Documentos” (énfasis añadido). No proporcionó 

ninguna copia de una denuncia penal o civil o cualquier otro registro 

de la presentación de dicho caso. Por lo tanto, entendemos de la 

declaración del señor Morales que, para el 12 de mayo, se estaba 

preparando para presentar, pero no había presentado los cargos en 

contra del padre del señor Gaitán. Luego, el señor Morales afirma, en 

relación a nuestra orden de presentación de evidencia de conducta 

indebida del padre del señor Gaitán, que “las decisiones emitidas por 

una autoridad extranjera no están sujetas al cumplimiento obligatorio 

en la República de El Salvador hasta que hayan cumplido con las 

Formalidades para la Autorización de Ejecución de Sentencias 

Emitidas por Cortes Extranjeras” (énfasis añadido). Interpretamos que 

la afirmación del señor Morales sobre la ley de El Salvador se refiere 

únicamente a los pasos que se deben tomar para que las cortes de 

El Salvador ejecuten una orden de presentación de documentos 

emitida por una autoridad extranjera, pero esto no influye en la 

obligación legal de los Demandados de cumplir voluntariamente con 

las solicitudes de presentación de evidencia ante este Tribunal. 
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Asimismo, la ley de El Salvador parece ser irrelevante porque nuestra 

Orden les instruye a las entidades de Panamá y de las Islas Vírgenes 

Británicas y a un residente de California, quienes acordaron arbitrar 

las disputas ante un Tribunal Arbitral de la AAA en Nueva York, 

presentar dicha evidencia en Nueva York. La opinión del señor 

Morales – además de no identificar, mucho menos presentar, las leyes 

de El Salvador en las que él se respalda – no aborda la pregunta de 

por qué la ley de El Salvador representa un obstáculo al cumplimiento 

con nuestra orden o los expone a cualquier consecuencia adversa 

en el Salvador si la cumplen. 

 

11) Estas vulnerabilidades de las opiniones legales del señor Méndez y el 

señor Morales del 12 de mayo, que el abogado de los Demandados 

ofreció como evidencia, deberían haber sido evidentes para el 

abogado de los Demandados, y aun así, en su declaración del 12 de 

mayo, a la que se adjuntaron estas opiniones, no se esforzó para 

explicar por qué, dentro del marco de este arbitraje y las Reglas de la 

AAA y la ley de arbitraje de Nueva York/EEUU, a las afirmaciones de 

estos abogados no independientes de El Salvador y Guatemala 

(quienes ya estaban contratados por DTH para presentar las 

denuncias en contra del señor Gaitán y su padre) se les debería dar 

un peso significativo. Ellos simplemente afirmaron en una manera 

conclusiva, citando esas opiniones, que nuestras órdenes de 

presentación violaban privilegios evidenciarios bajo las leyes 

extranjeras. (Declaración de los Demandados del 12 de mayo, 2022, 

en p. 7). 

 

12) La presentación de estas opiniones legales como justificación para la 

negativa a cumplir con nuestra PO 2022-07 que solicita a los 

Demandados proporcionar evidencia, demuestra la falta de respaldo 

a la postura de los Demandados. 41. Al declarar su “objeción” en la 

audiencia del 3 de junio, y explicar su negativa a proporcionar 
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cualquier documento o testigo que se les había solicitado y limitar su 

participación a ser “observadores”, el abogado de los Demandados 

le dijo al Tribunal que “con gusto” proporcionarían evidencia si 

consideráramos su moción de destituir al señor Gaitán (Tr. 06/03 en 

27:8), pero que nuestra decisión, en lugar de ordenar que se 

considerara la misma evidencia en el contexto de una moción de los 

Demandantes buscando sanciones en contra de los Demandados 

por no obedecer las órdenes del Tribunal, era, de alguna manera, 

perjudicial/inaceptable. Esta postura no tiene mérito13. 

 

RESUMEN DEL TESTIMONIO DADO EN LA AUDIENCIA DEL 3 DE JUNIO 
Señor Jorge Gaitán 
 

41. Ahora se encuentra el testimonio oral resumido del señor Gaitán en la 

audiencia del 3 de junio. Los Demandados, basándose en sus objeciones al 

proceso, y basados en su estatus autoimpuesto de “observadores”, se 

negaron al interrogatorio. El abogado de los Demandados estuvo presente 

(en Zoom, habiendo elegido, como era su derecho, no asistir en persona) 

durante el testimonio del señor Gaitán. 

 

 

 
13 Durante la audiencia del 3 de junio, los Demandados fundamentaron nuevamente su 
negativa a presentar evidencia en la audiencia en el hecho de que el Tribunal se había 
negado a escuchar y decidir sobre su moción de destituir al señor Gaitán y la señora 
Echeverría de la Dirección de la Sociedad. En ese contexto, es útil citar lo que dijimos sobre 
ese asunto en la PO 2022-09: “los Demandados, en varias declaraciones, se han quejado 
que el Tribunal se ha negado a recibir su moción propuesta… Esa propuesta no ha sido 
presentada como una demanda por méritos ni como una solicitud para una compensación 
provisional bajo la Regla Comercial de la AAA R-37. El Acuerdo de Accionistas confiere el 
poder de elegir a la Dirección de la Sociedad en la Junta Directiva. Un bloqueo de la Junta 
en una propuesta de cambiar la Dirección de la Sociedad es, bajo el Acuerdo de 
Accionistas, un rechazo del cambio propuesto”. 
También señalamos que, antes de revelar su objeción llamada “functus officio”, e incluso a 
partir de ahí (como se muestra en el párrafo 41), los Demandados importunaron 
repetidamente al Tribunal para revertir el curso sobre el señor Gaitán – para reconsiderar la 
base de hecho de la Orden del 12 de noviembre, para reconsiderar esa Orden basados en 
nueva evidencia de supuestas actividades ilícitas y para tomar acción separadamente 
sobre la “moción para destituir” al señor Gaitán, basados en esas supuestas actividades 
ilícitas. 
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Incumplimiento de los Demandados con la Orden del 12 de noviembre 
 

42. El testimonio no refutado del señor Gaitán fue que sus condiciones laborales 

en DTH asociadas con su cargo como CEO de la Sociedad al 19 de marzo, 

2021 nunca fueron restituidas y que, de hecho, su capacidad para ejercer 

como CEO de la Sociedad se había deteriorado y no mejorado desde la 

emisión de nuestra Orden de Compensación Provisional del 12 de 

noviembre. Testificó: 

  

Nunca restituyeron las mismas condiciones del 19 de marzo, 2021, que 
fue el día en que el tribunal ordenó la restitución, o incluso las personas 
que trabajaban en ese momento no son las mismas en los mismos 
cargos14. Por ejemplo, la señora [Pineda] nunca ha tenido ninguna 
relación con nuestras operaciones en Centroamérica. Y todo el nivel 
de acoso en contra nuestra para no permitirnos regresar la oficina ha 
aumentado desde entonces. Nunca para. Así que no existe una 
capacidad real en este momento de manejar la sociedad en la forma 
que lo hacíamos nosotros hace un año. 
 

 (Tr. 06/03 en 202:13-24). 
 
 Proyecto OFG en Panamá 
 

43. Con relación al proyecto OFG en Panamá, el señor Gaitán testificó que las 

acusaciones que hicieron los Demandados en su contra sobre que había 

violado sus obligaciones como CEO de la Sociedad al crear 

responsabilidades no autorizadas de la Sociedad hacia a terceros (OFG) y 

 
14 La Orden de Compensación Provisional del 12 de noviembre, 2021 emitida por el Tribunal, 
establecía, en sus partes conducentes: 

Por lo tanto, otorgamos compensación provisional en la forma de orden solicitando 
que DTH inmediatamente restituya a Jorge Gaitán y a Carol Echeverría a los cargos 
que ocupaban en la Sociedad al 19 de marzo, 2021 y que las Demandadas Terra y 
TBS tomen todas las medidas necesarias para que DTH cumpla con esta Orden. 
Asimismo, consideramos que es necesario – para evitar el debilitamiento de esta 
compensación a través de que DTH potencialmente imponga condiciones laborales 
que podrían terminar en un despido indirecto y en vista de la incapacidad práctica 
del Tribunal o los Demandantes de supervisar las operaciones de la Sociedad día a 
día como se realizan dentro del marco de DTH –(i) ordenar la restitución inmediata 
a todas las condiciones laborales y términos y condiciones de empleo de DTH que 
estaban asociadas con los cargos que el señor Gaitán y la señora Echeverría tenían 
en la Sociedad el 19 de marzo, 2021… 
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presentándose de forma fraudulenta como “apoderado” de la Sociedad15, 

no tenían mérito. El señor Gaitán testificó los siguientes puntos clave: (1) la 

acusación de los Demandados en las declaraciones al Tribunal que el 

Proyecto OFG en Panamá no se había revelado a las accionistas de la 

Sociedad o a la Junta Directiva o al Comité de Desarrollo, es falsa; (b) los 

Demandados tradujeron al inglés un documento en relación al Proyecto, 

para el Tribunal, que fundamentalmente cambió su significado para ser 

inculpatorio para el señor Gaitán, mientras que el documento en español 

claramente demostraba que el señor Gaitán no había cometido ninguna 

conducta indebida; (c) el señor Hernández tenía total conocimiento 

contemporáneo del proyecto OFG; (d) el representante legal de OFG, el 

señor Jonny Reboso, confirmó por escrito a la Sociedad, a solicitud del señor 

Gaitán, que no existía ninguna responsabilidad de la Sociedad hacia OFG y 

que “todas las obligaciones para el desarrollo de esos 14 sitios habían sido 

hechas por DTH y la entidad local [DTH] en Panamá. Así que no existe 

responsabilidad, ni siquiera por un dólar, para Continental Towers”. (Tr. 06/03 

 
15 El 22 de noviembre, 2021, la fecha límite establecida por el Tribunal para que los 
Demandados informaran sobre su cumplimiento con la Orden del 12 de noviembre, en su 
lugar, presentaron pruebas relacionadas a su afirmación que el señor Gaitán 
presuntamente había cometido dichas conductas indebidas. Una de esas pruebas fue una 
carta sin fecha al señor Gaitán enviada por el gerente de recursos humanos de una afiliada 
de DTH (Ex. R-76) – pero claramente fue en Otoño de 2021, basado en el texto – que 
indicaba en lo pertinente: “Usted ha asumido cargos y funciones que no se le han asignado, 
como en el caso del Proyecto OFG Panamá, en el que firmó una Carta de Entendimiento 
como “Representante Legal” de Continental – un cargo o función que no tiene – y como 
CEO de “DT” – también un cargo que usted no ocupa. Asimismo, usted ha hecho ciertas 
negociaciones (Proyecto Tikal y Proyecto OFG Panamá) sin autorización, y los que están 
sometidos a análisis para determinar si eso implica pérdidas para los clientes de la 
Sociedad”. Pero como se discutirá en el subpárrafo (d), esta acusación es exagerada. 
El 30 de noviembre, 2021, el abogado de Continental presentó al Tribunal una carta del 
señor Gaitán a la Junta Directiva de Continental, de esa fecha, acompañada de una serie 
de pruebas, respondiendo a las acusaciones en contra del señor Gaitán en relación al 
Proyecto OFG Panamá. Los Demandados hicieron otras afirmaciones en respuesta. 
La conclusión del Tribunal de que las acusaciones de los Demandados no tienen mérito se 
fundamenta con el testimonio no refutado del señor Gaitán el 3 de junio, 2022, pero también 
por el peso de la credibilidad de la evidencia entregada al Tribunal en 2021 y  2022 y por 
las consecuencias adversas que resultaron de la negativa de los Demandados a cumplir 
con nuestra orden de proporcionar declaración testimonial por Jorge Hernández sobre este 
asunto (es decir, asignación de no peso a las afirmaciones de la declaración testimonial del 
señor Hernández sobre este asunto, e inferencias adversas). 
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en 205:24-206:2, 206:8-209:18), y (e) la acusación de los Demandados que el 

señor Gaitán cometió fraude cuando firmó la carta a OFG en calidad de 

apoderado de Continental Towers no tiene mérito, pues él no intentó 

cometer fraude, como se demuestra con el hecho de que esa carta fue 

contemporáneamente compartida con las accionistas de Continental 

Towers (Tr. 06/03 en 210:15-2013:24). (Ver también carta del 30 de nov., 2021 

a la Junta, la cual fue reenviada al Tribunal). 

 

Autoridad para Contratar al Abogado de Arbitraje de la Sociedad 
 
44. Con relación a las acusaciones de los Demandados que el señor Gaitán no 

tenía autoridad para contratar al bufete de abogados del señor Schachter 

(y otro bufete de abogados con experiencia en arbitraje internacional) 

como abogados de la Sociedad para el arbitraje porque el señor Gaitán no 

era el CEO de la misma y el señor Quisquinay era el único miembro real del 

equipo ejecutivo de la Sociedad, el señor Gaitán refutó estas acusaciones 

con su testimonio que eran totalmente falsas (Tr. 06/03 en 221:3-17). 16 

 

El Rol del Señor Hernández 
 
45. El señor Gaitán testificó que Jorge Hernández está orquestando todas las 

acusaciones en su contra. “No es la Accionista A. Podemos ponerle un 

nombre a esto. Es el señor Jorge Alberto Francisco Hernández porque él está 

detrás de cada una de las acciones que haya hecho cualquier abogado, 

empleado o entidad en nombre de la accionista A”. (Tr. 06/03 en 224:24-

225:3). 

 

 
16 La cuestión sobre si el señor Gaitán era, de hecho, el CEO de Continental Towers, ya lo 
había resuelto el Tribunal en la Orden del 12 de noviembre en contra de los Demandados y 
en favor de la postura de los Demandantes que el 19 de marzo, 2021, después que el 
arbitraje se había puesto en marcha, todas las Partes habían ratificado por escrito el estatus 
del señor Gaitán como CEO de la Sociedad. Esa carta acuerdo está dentro del expediente 
de este arbitraje. A eso le siguieron extensas declaraciones escritas de evidencia y 
argumento y el testimonio oral sujeto a interrogatorio del señor Gaitán y del señor 
Hernández. Pero los Demandados siguieron llenando el expediente con afirmaciones 
contrarias. 
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Denuncia Inicial de Diciembre de 2021 
 
46. El señor Gaitán hizo referencia a la carta del abogado de arbitraje de la 

Sociedad al Tribunal del 27 de enero, 2022 y confirmó que esto se verificó en 

cuanto a la exactitud de los hechos bajo la pena de perjurio por el señor 

Gaitán. (Tr. 06/03 en 230:2-18). 

 

47. Por el testimonio del señor Gaitán, el signatario de DTH en la primera 

denuncia de Guatemala en diciembre de 2021 fue un ingeniero que había 

trabajado con el padre del señor Gaitán en El Salvador y después fue 

cambiado para “dirigir las operaciones en Guatemala bajo mi dirección” (Tr. 

06/03 en 233:8-9). En la fecha y hora mencionados en la denuncia original 

(20 de octubre, 2021), Gaitán “estuvo en las audiencias para la 

compensación provisional que Peppertree presentó al Tribunal” (Tr. 06/03 

235:24-236:1). 17 

 

48. El señor Gaitán no recibió la notificación de la primera denuncia en 

diciembre de 2021 de los Demandados o del señor Guzmán o de la fiscalía 

o de la corte. Supo de ella en enero de 2022 como resultado de un 

seguimiento del abogado laboral en Guatemala del señor Gaitán a la 

información proporcionada en una conversación que el señor Gaitán tuvo 

con el codefensor de los Demandados, Rafael Briz del bufete de abogados 

Mayora y Mayora (identificado por el señor Gaitán en su testimonio como el 

abogado personal del señor Hernández), en diciembre de 2021. El señor 

Gaitán inició esa conversación para proponer un acuerdo que le permitiría 

“regresar a trabajar en Continental Towers” (lo que el Tribunal entendió que 

significaba regresar a trabajar bajo los términos y condiciones laborales que 

tenía al 19 de marzo, 2021). (Tr. 06/03 en 236:12-13). El testimonio del señor 

Gaitán fue que el señor Briz respondió: 

 

 
17 El 20 de octubre, 2021 fue, en efecto, la fecha de una declaración testimonial 
proporcionada con pruebas por el señor Gaitán. La audiencia oral sobre la compensación 
provisional que le siguió a la Orden del 12 de noviembre se realizó el 22 de octubre, 2021. 
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[S]u [es decir, el señor Briz] respuesta fue que el señor Hernández me 
mandó tres mensajes. El primero, que yo generé un gran daño a la 
sociedad. El segundo, que no habrá ninguna negociación hasta que 
yo acepte renunciar de Continental Towers. Pero el tercero es que, 
hasta que no lleguemos a un acuerdo [el Tribunal entendió que era 
mientras ellos no llegaran a un acuerdo], él [señor Hernández] tendrá 
derecho de tomar todas las acciones legales en mi contra18. 

 
(Tr. 06/03 en 236:14-24). 
 

49. En ese momento, el señor Gaitán, entendiendo esta última observación del 

señor Briz como una señal de que una o más demandas en su contra se 

habían presentado o se presentarían, le pidió a su abogado laboral que 

empezara a “monitorear con los jueces y con la fiscalía si tengo alguna 

demanda” y a mediados de enero, el abogado laboral le notificó al señor 

Gaitán de esta denuncia de diciembre de 2021 (Tr. 06/03 en 236:25-27). Esa 

denuncia actualmente se encuentra “bajo proceso de desestimación” 

porque, acorde a la información proporcionada al señor Gaitán por su 

abogado en Guatemala, la fiscalía “le solicitó dos veces al señor Carlos 

Rolando Guzmán López que ratificara la denuncia y él no se presentó a la 

fiscalía [entendido por el Tribunal como “la del fiscal” o “la del fiscal 

general”] (Tr. 06/03 en 240:6-12, confirmado Tr. 06/03 en 241:12-23 y Tr. 06/03 

en 248:4-9). 

 

 
18 Los registros muestran que el señor Gaitán y la señora Echeverría ya habían iniciado 
también el litigio laboral en relación a su separación de DTH ante la corte competente para 
escuchar demandas laborales en Guatemala (de hecho, el señor Hernández afirmó en una 
Declaración Testimonial que el inicio de su litigio laboral fue una razón por la que ellos ya no 
podían continuar trabajando en DTH (Declaración Testimonial de Jorge Hernández, 7 de 
feb. 2022, en para. 13). Entre las acusaciones que los Demandados hicieron en contra del 
señor Gaitán y la señora Echeverría en este arbitraje, fue que el abogado que ellos 
contrataron para el caso laboral había sido arrestado por lavado de dinero. Los 
Demandados enviaron a Morrison & Foerster, como evidencia de este suceso, un reportaje 
de dicho arresto y el Tribunal supo de esto cuando los Demandados presentaron el 
Memorándum Morrison. Los Demandados no presentaron – a Morrison o al Tribunal – los 
reportajes disponibles sobre que los cargos en contra de este abogado habían sido 
desestimados posteriormente (PPT-AMLQ Ex. 73). El Tribunal lo supo por una declaración 
hecha por los Demandantes y se confirmó con el testimonio de la señora Echeverría el 3 de 
junio (Tr. 06/03 en 128:14-17: “No se presentaron cargos en su contra y fue liberado por falta 
de mérito. Y eso es algo que – salió en todas las noticias en Guatemala”, confirmó Tr. 106/03 
en 29 con relación al artículo en Prensa Libre, “el periódico impreso más grande de 
Guatemala”). 
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Segunda Denuncia en Enero de 2022 
 
50. El señor Gaitán testificó que la segunda denuncia en Guatemala (es decir, 

la denuncia presentada por DTH el 13 de enero, 2022 en contra de otra 

persona y enmendada el 20 de enero, 2022 para declarar afirmaciones de 

conducta criminal en contra del señor Gaitán y otros, ver para. 85) se 

encuentra en el mismo estatus que la primera, es decir, es una denuncia 

interpuesta en la fiscalía y el fiscal no ha tomado ninguna decisión de acusar 

al señor Gaitán de ningún delito (Tr. 06/03 en 245-249, confirmado Tr. 06/03 

en 257). En relación al presunto proceso judicial para la emisión de medidas 

provisionales (anexo de orden ne exeat y cuenta bancaria) de fecha 4 de 

febrero, 2022 reflejada en la Ex. R-126 de los Demandados, el señor Gaitán 

testificó que ni él ni la señora Echeverría ni ninguno de sus abogados estuvo 

presente porque ellos no tuvieron un aviso previo del proceso (Tr. 06/03 en 

246, 251). Supieron del supuesto proceso solo cuando leyeron el testimonio 

del señor Hernández en este arbitraje el 8 de febrero, 2022 y la declaración 

de los Demandados, en esa fecha, de la Ex. R-126 (Tr. 06/03 en 253-254). El 

señor Gaitán no sabe si las dos órdenes provisionales descritas en la Ex. R-126 

(anexo de orden ne exeat y cuenta bancaria) se presentaron oficialmente, 

pero sí sabía que las órdenes no habían tomado efecto y que sus cuentas 

bancarias “están funcionando” (Tr. 06/03 en 261-262). El señor Gaitán asistió 

a la audiencia probatoria el 3 de junio en Nueva York sin violar ninguna 

orden, está legalmente fuera de Guatemala, no es un fugitivo y no se le ha 

acusado de ningún delito en Guatemala (Tr. 06/03 en 233:14-16). 

 

51. De acuerdo con el señor Gaitán, testificando en base a lo que su abogado 

en el caso penal en Guatemala le informó, la audiencia del 4 de febrero, 

2022 ocurrió porque esta denuncia no llegó primero a la fiscalía como es 

costumbre sino fue inicialmente “puesta directamente ante un juez. El juez 

otorga estas medidas en nuestra contra y después ellos envían el expediente 

a la fiscalía general… y ellos inician una investigación…” (Tr. 06/03 en 255:11-

17). Hasta donde él sabe de su abogado, quien obtuvo y escuchó el audio 
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de la audiencia del 4 de febrero, no se presentó ninguna evidencia en el 

proceso del 4 febrero, descrita en la Ex. R-126 (Tr. 06/03 en 262). 

 

52. El señor Gaitán hizo una declaración para la fiscalía a través de su abogado 

(Tr. 06/03 en 256:12-14) – y el abogado de arbitraje de la Sociedad 

proporcionó una traducción al inglés al Tribunal el 30 de junio, 2022, de 

conformidad con la solicitud que hizo el Tribunal durante la audiencia. 

 

53. Las medidas provisionales reflejadas en el proceso del 4 de febrero, 2022, 

registro Ex. R-126, son el objeto de una moción de desestimación ante la 

corte penal que estaba programada para el 24 de mayo, 2022, pero esa 

audiencia se pospuso porque “a última hora, el señor William René Méndez 

(el abogado de DTH en la denuncia y padre del abogado interno de los 

Demandados, William Méndez Araujo) solicitó posponer la audiencia porque 

tenía como un dolor de espalda o algún tipo de enfermedad” (Tr. 06/03 en 

256:16-22). El testimonio del señor Gaitán, según lo interpretó el Tribunal, es 

que después el 24 de mayo, pero antes de la audiencia del 3 de junio, el 

abogado de DTH en la denuncia presentó otra evidencia al fiscal, 

consistente en las comunicaciones del señor Schachter al Tribunal (según lo 

certificó el señor Gaitán), con sus pruebas, que el bufete de abogados 

Mayora y Mayora, codefensores de los Demandados, le había 

proporcionado al abogado de DTH (Tr. 06/03 en 256-57). 

 

Despido del Padre del Señor Gaitán 
 
54. El señor Gaitán, a quien se le preguntó sobre su conocimiento en relación al 

despido de su padre de una afiliada de DTH, testificó que (i) Jorge 

Hernández le pidió al padre del señor Gaitán (“Gaitán Sr.”) que emitiera 

“cartas” comentando de forma negativa sobre el miembro de la Junta de 

Peppertree, John Rainieri, a lo que Gaitán Papá se negó porque no conocía 

al señor Rainieri, (ii) supo por su hermano que, en octubre o noviembre de 

2021, Jorge Hernández le pidió a su padre que emitiera una declaración 

jurada indicando que el señor Gaitán sufría de una enfermedad mental 
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(presuntamente para usarla en este arbitraje, siguiendo el patrón de las casi 

dos docenas de declaraciones presentadas por los Demandados y 

supuestamente entregadas por los empleados de los Demandados para 

apoyar las posturas de ellos en este caso, incluyendo afirmaciones 

despectivas sobre el carácter y comportamiento del señor Gaitán hacia 

compañeros de trabajo), a lo que su padre se rehusó y, después, su padre 

recibió una llamada directamente del señor Hernández diciéndole que bajo 

las circunstancias actuales era imperativo que fuera suspendido de su cargo 

y le instruyó que retirara todas sus pertenencias de su oficina en el Salvador 

en 24 horas (Tr. 06/03 en 269-270). El señor Gaitán testificó que DTH le siguió 

pagando a su padre en diciembre de 2021 y posiblemente en enero de 

2022, y después su padre recibió una carta de Carlos Guzmán (el mismo 

Carlos Guzmán que compareció como demandante en la denuncia de 

diciembre de 2021) indicando que el padre del señor Gaitán había sido 

removido de su cargo en DTH en el Salvador por apropiación indebida de 

fondos (Tr. 06/03 en 270-271). 

 

55. El Tribunal hace la observación que el señor Guzmán estaba entre los testigos 

que los Demandados debían presentar en las audiencias probatorias para 

testificar ante el Tribunal, y cuya incomparecencia fue una violación 

injustificada a nuestra Orden Procesal 2022-07. 

 

Denuncias por Malversación y Defraudación Tributaria en contra del Señor 
Gaitán y Su Padre en El Salvador, Reporte de Auditoría de la Afiliada de DTH 
 
56. El señor Gaitán testificó que, aproximadamente a finales de enero de 2022, 

él se enteró, al leer las declaraciones en el arbitraje presentadas por los 

Demandados, de una supuesta auditoría que reveló una presunta 

malversación de fondos por parte del señor Gaitán y su padre (Tr. 06/03 en 

276). El señor Gaitán testificó que no eran ciertas las acusaciones de 

malversación e igualmente no eran ciertas las acusaciones de defraudación 

tributaria que hicieron los Demandados (Tr. 06/03 en 277). 
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57. El señor Gaitán testificó que las acusaciones de malversación eran parte de 

un patrón de conducta típica del señor Hernández como persona 

controladora: despedir a las personas que se negaban a firmar documentos 

para apoyar sus posturas en el arbitraje y después proporcionar una 

“excusa” (entendido por el Tribunal como una explicación falsa que, si fuera 

cierta, habría justificado el despido) (Tr. 06/03 en 271-273). 

 

58. El señor Gaitán testificó que la afiliada de DTH en El Salvador era una de las 

sociedades con más tiempo de operación (“más antigua”) controlada por 

el señor Hernández y que se administraba con la colaboración (“en conjunto 

con”) del señor Hernández, el señor Quisquinay y el padre del señor Gaitán 

(Tr. 06/03 en 272). El Tribunal entendió de este testimonio que cualquier 

malversación de fondos por parte del padre del señor Gaitán no pudo haber 

ocurrido sin la participación o detección contemporánea del señor 

Hernández y/o el señor Quisquinay. 

 

59. El señor Gaitán también testificó que las transacciones identificadas en la 

auditoría como pagos indebidos hechos a él, a la señora Echeverría y a otros 

“son en realidad comisiones por ventas que están mencionadas en el 

informe, vinculadas directamente al desarrollo de sitios, que son – es normal”. 

(Tr. 06/03 en 272). El Tribunal entendió esto como corroborativo del testimonio 

de la señora Echeverría (descrito más adelante) que la auditoría retrató 

inadecuadamente como una apropiación indebida de fondos los montos 

que habían sido legítimamente ganados y pagados como comisiones por 

ventas a los empleados relacionados con el desarrollo de sitios. 

 

60. El Tribunal hace la observación que nuestra Orden Procesal 2022-07 instruyó 

a los Demandados a presentar, y no lo hicieron sin una excusa válida: (i) 

“[c]ada documento que los Demandados o cualquiera de sus afiliadas 

hayan proporcionado al auditor que llevó a cabo la auditoría forense en 

nombre de las entidades de DT de El Salvador” y (ii) [e]l expediente 

completo de la auditoría forense y los documentos de trabajo del auditor 
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que realizó la auditoría forense en nombre de las entidades de DT de El 

Salvador”. 

 

Testimonio Oral de la señora Carol Echeverría el 3 de junio, 2021 
 
61. A la señora Echeverría se le mostró su declaración testimonial de fecha 20 

de octubre, 2021 y confirmó que era exacta y veraz (Tr. 06/03 en 66:19-67:6, 

67:13-18). Los Demandados eligieron no interrogar a la señora Echeverría y 

únicamente han contradicho el contenido de su declaración testimonial en 

declaraciones testimoniales y testimonios orales de octubre de 2021 de que 

el Tribunal, al hacer su Orden del 12 de noviembre, determinó que no era 

confiable y exacta. En consecuencia, el contenido de la declaración 

testimonial de la señora Echeverría del 20 de octubre, 2021 es tratado en 

este Laudo como exacto y veraz. El resumen del testimonio de la señora 

Echeverría se complementa en cuanto a ciertos detalles tomados de esa 

declaración testimonial. 

 

Reuniones con Jorge Hernández en Septiembre de 2021 
 
62. En una reunión privada iniciada por Jorge Hernández y llevada a cabo en 

un restaurante de la ciudad de Guatemala, el señor Hernández le dijo a la 

señora Echeverría que él no había invitado a esa reunión al señor Gaitán 

porque el señor Gaitán había perjudicado a la Sociedad al permitir que el 

abogado de la Sociedad, el señor Schachter, enviara una carta a las 

Accionistas en marzo de 2021, indicando que la Sociedad solamente 

desembolsaría fondos para construir nuevas torres si las mismas eran 

aprobadas por todos los Accionistas (Tr. 06/03 en 74-75). 

 

63. A una reunión el 28 de septiembre, 2021, iniciada por el señor Hernández, 

llevada a cabo en la oficina del señor Hernández, en las oficinas de DTH en 

Guatemala, atendió la señora Echeverría y su “equipo”, incluyendo a 

Marisabel Umana, Virginia Morales y Suly Ochoa. El señor Gaitán estuvo 

presente, así como el señor Hernández y dos abogados, William Méndez Jr., 
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quien trabaja para ciertas sociedades del señor Hernández, y Rafael Briz de 

Mayora y Mayora, uno de los abogados de los Demandados en este 

arbitraje (Tr. 06/03 en 77-87). 

 

64. Por instrucción del señor Hernández, cada miembro del “equipo” debía 

entregar su computadora a un representante del departamento de 

informática de DTH, de acuerdo con el señor Hernández, para realizar un 

“respaldo” de la información en sus computadoras. El representante del 

departamento de IT llegó con “unos dispositivos de memoria externa” para 

lograr este “respaldo” (Tr. 06/03 en 85). 

 

65. Este régimen de “respaldo” fue desconcertante para el señor Gaitán 

“porque no podía dar un respaldo completo de su computadora personal 

porque era personal y porque tiene ahí, entendí después, mucha 

información sobre el caso, sobre el proceso de arbitraje, por lo que no podía 

entregar esos documentos a una de las partes del arbitraje” (Tr. 06/03 en 85). 

 

66. Esto se aclaró en el testimonio en respuesta a una pregunta del Presidente 

del Tribunal: 

 

P. Si entiendo correctamente, usted está diciendo que la 
preocupación del señor Gaitán, a como usted lo entendió en la 
reunión, fue que parte de la información en su computadora personal 
estaba relacionada al arbitraje y a su papel como director de la 
sociedad, ¿correcto?  
 
R. Correcto. Creo que es correcto. 
 
P. Y la preocupación del señor Gaitán, según la manifestó, fue que el 
acceso a esa información no debería dársele exclusivamente a un 
accionista sino a las dos accionistas al mismo tiempo, ¿es correcto? 
 
R. Eso es correcto. Es lo que yo entiendo de eso. 
 

 (Tr. 06/03 en 86). 
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67. El día anterior, el señor Gaitán le había solicitado a la señora Echeverría y a 

su equipo, por mensaje de texto enviado desde una reunión en la que él 

estaba con el señor Hernández, a la que la señora Echeverría no asistió, que 

retiraran sus efectos personales de su oficina y pusieran sus pertenencias en 

su vehículo. La señora Echeverría así lo hizo (Tr. 06/03 en 90-91). 

 

68. Los abogados, el señor Rafael Briz y el señor William Méndez Araujo (hijo del 

abogado William Méndez, quien representó a DTH junto con otro abogado 

en los procesos penales en 2022), salieron a inspeccionar el vehículo del 

señor Gaitán “para ver si había robado propiedad de la sociedad porque 

nos había pedido que vaciáramos su oficina” (Tr. 06/03 en 90). El señor Briz y 

el señor Méndez Araujo confirmaron que en el vehículo solamente había 

artículos personales del señor Gaitán y en una siguiente inspección que ellos 

hicieron de la oficina del señor Gaitán también se mostró que únicamente 

se habían retirado artículos personales (Tr. 06/03 en 90-91). 

 

Las Acusaciones de los Demandados Sobre la Conducta Criminal de la Señora 
Echeverría y el señor Gaitán 
 
69. El abogado de los Demandantes le preguntó a la señora Echeverría sobre 

las acusaciones de conducta indebida hechas por el señor Hernández en su 

declaración testimonial de fecha 28 de enero, 2022 (al que el Tribunal no le 

dio peso a favor de los Demandados por las razones que hemos 

establecido). 

 

P. En el párrafo 26, el señor Hernández dice sobre usted, “Segundo, la 
desconsideración imprudente de Echeverría por la confidencialidad 
de la información sensible de DT, incluyendo información privilegiada 
entre abogado-cliente, muestra exactamente por qué a ella y a 
Gaitán no se les puede permitir tener acceso a las oficinas de DT en 
Guatemala. Están abusando de la información confidencial que se 
robaron de DT cuando se fueron y que se han negado a devolver y lo 
están haciendo para respaldar sus demandas laborales sin 
fundamento en Guatemala”. ¿Ve el párrafo 26? 
 
R. Sí. 
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P. ¿Cuál es su respuesta a esa acusación? 
 
R. Nosotros no nos robamos nada y no fuimos desconsiderados con la 
confidencialidad. 
 
P. ¿Tiene alguna opinión sobre por qué, en este punto, el señor 
Hernández la acusaría de eso? 
 
R. En mi opinión, tiene mucho que ver con la primera declaración 
testimonial que presentamos en este proceso arbitral. 
 
P. ¿Por el hecho de que no se pondría del lado del señor Hernández? 

 
R. Sí. Es decir, nosotros – cuando comenzamos a ser neutrales, el señor 
Hernández no estaba contento con nosotros porque estábamos 
tratando de ser neutrales. Y en mis declaraciones testimoniales 
anteriores usted puede ver que él pidió – él mencionó que yo no 
estaba escribiendo cartas para respaldar su caso y después con el – 
con los anexos que incluimos en la primera y segunda declaración 
testimonial, eso es lo que él piensa que es como violar la 
confidencialidad. 
 

(Tr. 06/03 en 100-01). 
 

70. El 4 de febrero, 2022, la señora Echeverría no sabía de la audiencia del 

proceso penal en su contra que se llevó a cabo en una corte penal de 

Guatemala. Supo de ella por la declaración testimonial del señor Hernández 

presentada en este arbitraje el 7 de febrero, 2022 (Tr. 06/03 en 102-103). 

 

71. La señora Echeverría, a través de sus abogados en Guatemala, pudo 

obtener información de la fiscalía sobre la denuncia en su contra y del señor 

Gaitán. De ese modo, ella supo que “no se nos ha acusado de ningún 

delito”. De suma importancia, ella supo que la evidencia presentada por 

DTH para fundamentar la denuncia consistía en las pruebas de las 

declaraciones testimoniales en este arbitraje del señor Gaitán y la señora 

Echeverría del 20 de octubre, 2021. “Así que esa es la prueba de que 

divulgamos información confidencial” (Tr. 06/03 en 107, confirmado en Tr. 

06/03 en 119-123). Esa evidencia también incluía fotografías tomadas por las 

cámaras de seguridad del estacionamiento de las oficinas de DTH en la 

ciudad de Guatemala el 27 de septiembre, 2021, que mostraban a la señora 
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Echeverría colocando los efectos personales del señor Gaitán y un paquete 

vacío de una memoria USB en su vehículo. (Id.) 

 

72. La denuncia en contra de la señora Echeverría y de otros (presentada en 

enero de 2022, como se supo después) involucró algunos aspectos 

irregulares, de acuerdo con el reporte que su abogado le dio a la señora 

Echeverría. Uno fue que el proceso se inició en contra de otro individuo y 

después lo enmendaron para incluir al señor Gaitán, la señora Umana, el 

señor Berger y la señora Echeverría. Otro fue que no es habitual que la corte 

emita medidas cautelares como un ne exeat y un embargo antes de que la 

fiscalía haya investigado o que la fiscalía solicite dichas medidas basado en 

su investigación (Tr. 06/03 en 110-112). 

 

En este caso, eso no sucedió. Ellos fueron directamente ante el juez. 
Tenían una denuncia en contra de alguien más, alguien que no 
conocemos por estas acusaciones, por robo agravado, fraude, 
falsedad material, uso de información y conspiración criminal. Así que 
lo hicieron por esta otra persona que, de acuerdo con nuestros 
abogados personales, no existe. Ese número, ese número de 
identificación no existe y el nombre no coincide con el número de 
identificación (Tr. 06/03 en 110-111). 
 

73. La orden de la corte donde se otorgan las medidas cautelares aún no ha 

sido revocada debido al aplazamiento de una audiencia que estaba 

programada para el 24 de mayo y que no se llevó a cabo “porque a última 

hora, el señor William Méndez Sr., uno de los que está llevando el caso en 

nuestra contra, dijo que no podía asistir porque tenía dolor de espalda o algo 

así. Por lo que no pudimos tener la audiencia” (Tr. 06/03 en 111-112). 

 

74. Estas medidas cautelares no surgieron como una orden de la corte el 4 de 

febrero, 2022 sino “más o menos en marzo” (Tr. 06/03 en 115). La orden ne 

exeat, en la medida en que está vigente, no ha sido violada por la señora 

Echeverría porque ella ha estado fuera de Guatemala todo el tiempo desde 

la emisión de la orden (Tr. 06/03 en 115). (El Tribunal toma el testimonio de la 

señora Echeverría como que no violó la orden ne exeat porque, en su caso 
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personal, estando fuera de Guatemala, no hubo oportunidad para probar 

si estaba siendo ejecutada o no). El embargo de la cuenta bancaria, hasta 

donde sabe, no ha sido entregada a ninguno de sus bancos (Tr. 06/03 em 

116). 

 

75. La señora Echeverría presentó una declaración testimonial escrita a la 

fiscalía (Tr. 06/03 en 122). Esta fue proporcionada posteriormente al Tribunal 

por el abogado de la Sociedad, basado en la solicitud del Tribunal. 

 

Denuncias de Malversación en El Salvador, Reporte de Auditoría de la Afiliada 
de DTH 
 
76. Con relación a la auditoría forense de la afiliada de DTH en El Salvador que 

indicaba pagos indebidos, la señora Echeverría testificó que los pagos 

correspondían totalmente a las comisiones de ventas por ubicaciones 

conjuntas en el portafolio de Continental Towers que se pagaban para 

incentivar al departamento de ventas. (Tr. 06/03 en 144-149). La posibilidad 

de robar fondos no existía, pues todos los pagos debían ser aprobados por 

el departamento financiero dirigido por el CFO Quisquinay (Tr. 06/03 en 148). 

Ella recibió instrucciones de utilizar las comisiones para incentivar al 

departamento de ventas y asumió que esas instrucciones venían del señor 

Hernández (Tr. 06/03 en 150-151). 

 

CONCLUSIONES 
 
77. Basados en todo el historial ante el Tribunal, incluyendo el testimonio oral del 

señor Gaitán, la señora Echeverría y la señora Ruti Smithline, socia en el 

bufete de abogados Morrison & Foerster (como se discutirá más adelante en 

el contexto del Memorándum Morrison en paras. 90 et seq.), los documentos 

de los casos penales en Guatemala proporcionados por el abogado de la 

Sociedad el 30 de junio, 2022 en respuesta a la solicitud del Tribunal el 3 de 

junio, y las inferencias adversas resultantes del incumplimiento injustificado 

de los Demandados de no presentar la evidencia que el Tribunal les ordenó, 
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el Tribunal saca las siguientes conclusiones correspondientes a la pregunta 

sobre si se deben imponer sanciones y, de ser así, cuáles serían: 

 

1) Jorge Hernández, actuando por los Demandados, destituyó a Jorge 

Gaitán y Carol Echeverría de sus cargos en DTH en septiembre de 

2021 porque consideró que no apoyaban lo suficiente la postura de 

los Demandados en este arbitraje. La idea de que fueron 

reemplazados en sus cargos en DTH porque ellos los abandonaron fue 

adecuadamente rechazada por el Tribunal en nuestra Orden del 12 

de noviembre y el historial, como se ha ido desarrollando, lo confirma. 

La insistencia de los Demandados de que ellos abandonaron sus 

cargos en DTH, en las declaraciones al Tribunal posteriores al 12 de 

noviembre, en los tribunales de justicia y solicitándole a Morrison el 

Memorándum Morrison, ha sido una adherencia obstinada y costosa 

a hechos fabricados. 

 

2) A este respecto, estamos particularmente influenciados por nuestra 

mejor apreciación del maltrato del señor Gaitán en las reuniones 

convocadas por el señor Hernández en las oficinas de DTH en la 

ciudad de Guatemala el 27-28 de septiembre, 2021. 

 

a) Las interacciones entre el señor Gaitán, la señora Echeverría y 

el señor Hernández el o alrededor del 27-28 de septiembre, 

2021 fueron el resultado de un enfrentamiento exigido por el 

señor Hernández para registrar su desagrado con las posturas 

de la Sociedad en el arbitraje que él consideró que no 

apoyaban lo suficiente a los Demandados. Esto fue parte de 

un esfuerzo del señor Hernández para superar la carta acuerdo 

de las Accionistas firmada el 19 de marzo, 2021 en relación a 

la neutralidad de la Sociedad en el arbitraje, forzando a la 

Dirección Ejecutiva de la Sociedad a actuar, de hecho, de una 

manera que favorecía la postura de los Demandados. 
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b) El señor Gaitán, teniendo un temor bien fundamentado de 

que sería despedido y no podría regresar a las oficinas de DTH 

para recoger sus artículos personales, le pidió a sus 

compañeros de trabajo Carol Echeverría, Juan Berger y 

Marisabel Umana que lo ayudaran a llevar sus cosas a su 

vehículo. Ellos así lo hicieron. Esto ocurrió el 27 de septiembre, 

2021, mientras el señor Gaitán estaba en una reunión con el 

señor Hernández. 

 

c) Las fotos que DTH presentó al fiscal de Guatemala como 

pruebas a la denuncia enmendada en enero de 2022 – 

fotografías tomadas por las cámaras de seguridad del 

estacionamiento de las oficinas de la afiliada de DTH, en la 

ciudad de Guatemala, el 27 de septiembre, 2021, que 

muestran a los colegas del señor Gaitán metiendo artículos en 

su vehículo – no muestran propiedad de DTH siendo robada 

por el señor Gaitán sino la colocación de los artículos 

personales del señor Gaitán en su vehículo. 

 

d) Por insistencia del señor Hernández, se realizó otra reunión en 

las oficinas de DTH en la ciudad de Guatemala el 28 de 

septiembre, 2021, convocada con una hora de anticipación, y 

asistieron: los señores Gaitán, Berger y Hernández, la señora 

Echeverría y la señora Umana, y también, aquí relevante, el 

abogado externo de los Demandados y codefensor de 

arbitraje, Rafael Briz, y el abogado interno de DTH, William 

Méndez Araujo (como se indicó, el hijo del codefensor en la 

denuncia de 2022, William René Méndez). 

 

e) Las instalaciones de las oficinas en donde se realizó la reunión 

estaban aseguradas por guardaespaldas armados bajo el 
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control y dirección del señor Hernández. Este hecho causó que 

el señor Gaitán sintiera un miedo justificado de coerción física. 

 

f) En esta reunión, el señor Hernández acusó al señor Gaitán de 

haberse llevado activos de la sociedad (es decir, en este 

contexto, propiedad de Continental Towers o DTH) de su 

oficina. El señor Gaitán negó esto, explicando que solo se 

había llevado artículos personales y que todavía estaban en su 

vehículo. El señor Hernández le ordenó al señor Briz y al señor 

Méndez Araujo que buscaran en el vehículo personal del señor 

Gaitán, así lo hicieron, y la búsqueda reveló que no había 

propiedad de la Sociedad en el vehículo sino únicamente, 

como lo afirmó el señor Gaitán, los artículos personales que él 

había solicitado a sus colegas que colocaran en el mismo el 

día anterior. 

 

g) El señor Hernández también ordenó una búsqueda en la 

oficina y espacio de trabajo del señor Gaitán, hecha poco 

después de haber concluido con la búsqueda en el vehículo, 

por el señor Briz y el señor Méndez Araujo, y se confirmó que no 

se había llevado propiedad de Continental o DTH. 

 

h) En la misma reunión, el señor Hernández exigió que el señor 

Gaitán, la señora Echeverría, la señora Umana y el señor Berger 

entregaran sus computadores al jefe del departamento de IT, 

aparentemente para “hacerles un respaldo”, y ellos así lo 

hicieron. Esto resultó en “respaldar” (es decir, copiar) todos los 

archivos de sus respectivas computadoras, incluyendo los 

archivos de operación de la Sociedad. La información 

copiada se guardó en discos duros que llevó el departamento 

de IT. El señor Hernández y el señor Briz le dijeron al señor Gaitán 

que no podía retirarse hasta que los “respaldos” de la 
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computadora se hubieren completado – a lo que, en cuanto 

a la computadora portátil personal del señor Gaitán, ocurrió 

hasta las 10:30 pm, tiempo en el que el señor Gaitán había sido 

retenido bajo miedo de restricción física por guardias armados 

por más de siete horas. 

 

i) Por lo tanto, la única evidencia en el expediente en relación a 

las acusaciones de la denuncia enmendada del 20 de enero, 

2022 que “los acusados no entregaron la información en sus 

computadoras, pues habían vaciado más del noventa y cinco 

por ciento de toda la información que contenían antes de 

entregarlas” y que esta “destrucción sin autorización será 

considerada un delito” muestra que estas acusaciones no 

tienen fundamento. Lo mismo sucede con las otras 

acusaciones de hecho relacionadas en esa denuncia 

enmendada, por ejemplo, que el señor Gaitán y los otros 

acusados “planearon con antelación destruir y borrar todos los 

registros que estaban disponibles en las computadoras y 

celulares que ellos utilizaban… para su beneficio personal y 

perjuicio [de DTH]” (énfasis añadido). 

 

j) En relación a la participación del señor Briz en las reuniones y 

sucesos del 28 de septiembre, 2021, hacemos la observación 

que el señor Briz ha sido el codefensor de los Demandados en 

este arbitraje desde el inicio. La Sociedad, de la que el señor 

Gaitán era el CEO, tenía representación legal separada en el 

arbitraje, aprobada por escrito el 19 de marzo, 2021 por todas 

las Accionistas de la Sociedad y, por lo tanto, en cualquier 

reunión relacionada al arbitraje en la que el abogado de los 

Demandados estuvo presente, el señor Gaitán, como CEO de 

la Sociedad, debió haber tenido la oportunidad de solicitarle 

al abogado de la Sociedad que participara. El señor Briz, como 
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codefensor de los Demandados en el arbitraje internacional 

con sede en Nueva York, debió haber sido sensible a la 

observancia de los estándares internacionales de conducta 

para abogados en arbitrajes internacionales. Ver, p. ej., Guía 

19 en las Guías IBA sobre la Representación de las Partes en el 

Arbitraje Internacional (2013) (“El Representante de la Parte 

debe advertir a cualquier Testigo potencial que él o ella tiene 

el derecho de informar o instruir a su abogado sobre el 

contacto e interrumpir la comunicación con el Representante 

de la Parte”). En su lugar, contribuyó al ambiente coercitivo de 

la reunión orquestada por el señor Hernández. La insistencia del 

señor Hernández durante esa reunión de tener al señor Gaitán 

como rehén con amenazas expresadas o implícitas de (1) 

represalias relacionadas al empleo en DTH y (2) la intervención 

física de los guardias armados que le reportan al señor 

Hernández19, hasta que el “respaldo” de su computadora 

personal se hubiere realizado, le permitió al señor Hernández 

copiar comunicaciones electrónicas entre el señor Gaitán y el 

abogado de la Sociedad, entre el señor Gaitán y los 

Demandantes o sus abogados y las notas personales del señor 

Gaitán sobre su trabajo en la Sociedad, que hubieren sido 

almacenadas en sus dispositivos, ya sea que hayan estado 

almacenadas en el servidor del correo electrónico de DTH u 

otro. El señor Briz, como codefensor en el arbitraje, debió 

advertir a su cliente que las reglas de arbitraje regulan el 

intercambio de información entre las Partes y que la potencial 

obtención involuntaria de información relacionada al arbitraje 

 
19 La presencia de guardias armados bajo el control del señor Hernández es un hecho 
mencionado en la declaración testimonial del señor Gaitán entregada en la fiscalía de 
Guatemala, proporcionada al Tribunal por el abogado de la Sociedad el 30 de junio, 2022. 
La carta del señor Schachter al Tribunal de fecha 11 de octubre, 2021, verificada por el 
señor Gaitán, hizo referencia a la presencia del “personal de seguridad” del señor 
Hernández. 
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almacenada en la computadora del señor Gaitán y que le 

pertenece la Sociedad o al señor Gaitán, personalmente 

planteaba preguntas sobre la propiedad que debieron haber 

sido tratadas antes de que la información fuera incautada 

unilateralmente. Asimismo, para el 28 de septiembre, 2021, este 

Tribunal ya había establecido límites para el intercambio de 

información que limitaron la divulgación en la Fase 1 del 

arbitraje. Esos límites eran aplicables a todas las Partes y la 

incautación unilateral, potencialmente, de las 

comunicaciones entre el señor Gaitán y los Demandantes que 

estaban en la computadora personal del señor Gaitán se hizo 

ignorando nuestras reglas20. 

 

k) Del señor Gaitán, privado de la capacidad de poder 

consultar al abogado de la Sociedad durante la reunión, 

mucho menos de tenerlo presente, no se podía esperar que 

supiera cuáles eran sus obligaciones como CEO de la sociedad 

para proteger las comunicaciones relacionadas al arbitraje de 

dicha incautación forzada. 

 

78. No existe ninguna ofensa del señor Gaitán en relación al llamado “Proyecto 

[OFG] Panamá”, mucho menos cualquier ofensa que haya salido a la luz 

después de nuestra Orden del 12 de noviembre, según los Demandados 

 
20 El 12 de agosto, 2021, el Tribunal emitió la Orden Procesal No. 3 que adoptaba un proceso 
de la Fase 1 en relación a la venta de la Sociedad y establecía que “la divulgación 
relevante y pertinente a la Fase 1 podrá solicitarse en la manera especificada en la Orden 
Procesal No. 2”. Los párrafos 42 et seq. de la Orden Procesal No. 2 estipulan un método de 
supervisión del Tribunal para que las Partes soliciten documentos de las otras Partes a través 
de Solicitudes de Presentación de Documentos en los tiempos que el Tribunal así lo permita. 
En el contexto del arbitraje y del estatus de la Sociedad en el arbitraje como “Parte 
Nominal”, si una Accionista como Terra o su afiliada DTH podía exigir fuera del arbitraje el 
obtener las comunicaciones de la Sociedad con otras Accionistas no era una pregunta que 
los Demandados y su abogado tenían que responder con una incautación unilateral de la 
computadora personal del señor Gaitán y copiando toda la información de esa 
computadora bajo el pretexto de realizar un respaldo de información enviada o recibida 
desde el servidor de correo electrónico de DTH. 
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afirmaron falsamente cuando plantearon este asunto por primera vez en 

noviembre de 2021 en el contexto de solicitar una reconsideración de 

nuestra Orden del 12 de noviembre y la destitución del señor Gaitán de la 

Dirección de la Sociedad. La evidencia no refutada en el expediente (que 

incluye las declaraciones testimoniales del señor Hernández del 28 de enero, 

2022 y 8 de febrero, 2022, aunque a estos el Tribunal no les dio peso, basado 

en su negación a comparecer al interrogatorio, como se le ordenó) es que 

el señor Hernández estuvo totalmente informado de la transacción entre DTH 

y OFG, y lo aprobó, y que no se originó ninguna obligación de la Sociedad 

en esa transacción, ya sea debido a la declaración del señor Gaitán que él 

era el “apoderado” de la Sociedad u otro (ver en para. 41). No existe 

ninguna impropiedad del señor Gaitán al referirse a él mismo como 

apoderado de la Sociedad, pues él era el CEO21. 

 

79. Las acusaciones de malversación y defraudación tributaria hechas en el 

reporte de auditoría de DTH en El Salvador no tienen mérito después del 

despido del padre del señor Gaitán como director regional para DTH en El 

Salvador y su reemplazo con Carlos Guzmán. Las presuntas apropiaciones 

indebidas de fondos descritas en ese reporte eran comisiones de ventas de 

los empleados debidamente ganadas y reembolsos apropiados por gastos. 

Consideramos que la preparación de este reporte de auditoría estuvo 

motivada en parte por el deseo de los Demandados de presentar una 

aparente justificación para el despido del padre del señor Gaitán, un 

empleado de años en DTH, cuando, en realidad, ese despido fue una 

represalia dirigida por el señor Hernández por la negación del padre del 

señor Gaitán a participar, a solicitud del señor Hernández, en sus esfuerzos 

 
21 Los Demandados no han hecho ninguna declaración de que la ley de las Islas Vírgenes 
Británicas, aplicables a la Sociedad, o la ley de Panamá, aplicable a DTH, le prohíbe al CEO 
afirmar que es el apoderado. También hacemos la observación que el esfuerzo de los 
Demandados para que se destituyera al señor Gaitán de su cargo en la Sociedad como 
Director de Cumplimiento con responsabilidades para el cumplimiento con la Ley de 
Prácticas Corruptas en el Extranjero de EEUU, y las leyes aplicables equivalentes de otros 
países, entra aparentemente en conflicto con la postura de que él no era el apoderado de 
la Sociedad. 
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para desprestigiar al señor Gaitán en este arbitraje. Estas conclusiones están 

basadas en el testimonio del señor Gaitán y la señora Echeverría, los que se 

han considerado creíbles; la mejora adicional de la credibilidad resultante 

de la elección de los Demandados de no interrogarlos; el momento 

sospechoso del reporte de la auditoría en sí; las inferencias de la 

colaboración en la producción de evidencia falsa que establecimos a partir 

del hecho de que el señor Guzmán era el sucesor del padre del señor Gaitán 

como director regional en el Salvador y el demandante nominal en la 

denuncia de diciembre de 2021 en Guatemala, y las inferencias adversas 

resultantes del incumplimiento injustificado de los Demandados a nuestra 

orden (PO 2022-07) para presentar los documentos relacionados a este 

reporte de auditoría. 

 

80. La denuncia de diciembre de 2021 en contra del señor Gaitán presentada 

en una corte penal de Guatemala por un empleado de DTH, el señor 

Guzmán, un representante de DTH, estaba basada en el presunto “Robo” 

de información, que consistió en que el señor Gaitán envió documentos de 

DTH, que eran presuntamente información confidencial de DTH, como 

pruebas de una declaración certificada que él hizo en este arbitraje el 20 de 

octubre, 2021. Encontramos que no existía un fundamento de hecho de 

buena fe por – la conducta del señor Gaitán para haber sido el objeto de 

una denuncia y que tratar esa conducta como criminal fue en represalia por 

el rol neutral del señor Gaitán como CEO de la Sociedad en el arbitraje: 

 

1) El señor Guzmán estaba entre los testigos a quien le ordenamos a los 

Demandados que le solicitaran comparecer para testificar en la 

audiencia probatoria y, sin una excusa válida, los Demandados 

determinaron que el señor Guzmán no comparecería. No se presentó 

ante el Tribunal el supuesto acuerdo de confidencialidad de DTH que 

presuntamente limitaba la capacidad del señor Gaitán como CEO 

de la Sociedad para usar, en este arbitraje, registros a los que él tenía 

acceso en su cargo de CEO. En los procesos que llevaron a la Orden 
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del 12 de noviembre, no se presentó ninguna moción por parte de los 

Demandados para eliminar del expediente cualquier prueba de la 

declaración certificada del señor Gaitán del 20 de octubre, 2021. 

Estas pruebas, como todas las pruebas en el arbitraje, son Información 

Confidencial bajo la Orden de Confidencialidad en este caso, y los 

Demandados no afirmaron en este arbitraje o en las denuncias de 

DTH en Guatemala, que estas pruebas fueron utilizadas en este 

arbitraje como medio para canalizarlas a una audiencia más amplia. 

 

2) De las cinco pruebas presentadas con la declaración testimonial del 

señor Gaitán el 20 de octubre, 2021, solamente las Pruebas JG-1 y JG-

6 eran internas para DTH o los Demandados. [La JG-5, inicialmente 

presentada por error, fue eliminada]. La JG-1 fue un memo interno a 

los empleados con fecha 23 de octubre, 2020, anunciando el inicio 

del arbitraje entre las Accionistas de la Sociedad e indicando que las 

comunicaciones de la Sociedad o de cualquier Accionista sobre el 

arbitraje deberían ser dirigidas a Kristha Pineda (una auxiliar del señor 

Hernández). Nada en ese memo podía posiblemente garantizar la 

presentación de una denuncia por robo o apropiación indebida de 

los secretos de DTH, que consistía en mostrar ese memo en este 

arbitraje. En cuanto a la Ex. JG-6, los fragmentos de ese documento 

que fueron traducidos al inglés para el Tribunal, fueron expresiones 

genéricas de elogios y reconocimientos del señor Hernández por el 

trabajo del señor Gaitán y la señora Echeverría antes del inicio de este 

arbitraje. 

 

3) No podemos entender cómo, de buena fe, estas cosas pudieron 

haber sido objeto de una denuncia por robo de información 

confidencial de DTH. Por lo tanto, no es de sorprenderse el saber, 

como lo hicimos en la audiencia del 3 de junio y de la información 

adicional proporcionada por la Sociedad en respuesta a la solicitud 

del Tribunal – que el estado actual es que no se han generado cargos 
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penales con el emblema del fiscal desde la denuncia presentada en 

diciembre por DTH, en nombre del señor Guzmán. 

 

81. Cada actividad en este arbitraje, fundamentada en la premisa que el señor 

Gaitán era debidamente acusado de delitos graves en la denuncia de 

diciembre de 2021 en Guatemala (y también en las denuncias de enero de 

2022, tratadas en los párrafos siguientes), fue una pérdida de tiempo, 

energía y coste porque esa denuncia fue un ardid de los Demandados. El 

abogado de arbitraje de los Demandados no pudo desconocer esto, a 

menos que ellos voluntariamente se hayan cegado a la verdad al no 

preguntar sobre el fundamento de la denuncia de diciembre de 2021. 

 

82. Por consiguiente, la publicación del 10 de enero, 2022, hecha por las 

afiliadas de DTH en Guatemala, Panamá y Costa Rica, en medios 

informativos ampliamente difundidos y en un comunicado de prensa, sobre 

las amplias declaraciones categóricas de desvinculación del señor Gaitán y 

la señora Echeverría, no podía haber estado razonablemente motivada por 

una genuina razón comercial de DTH o Terra para proteger el fondo de 

comercio y la reputación de las afiliadas de DTH en esos países. Esta 

perspectiva tiene un soporte sólido por la presentación de una nueva 

denuncia por DTH a través del señor Méndez Álvarez y el señor William René 

Méndez, como codefensor, el 13 de enero, 2022, en contra de un supuesto 

individuo que fue descrito indebidamente como un empleado de DTH y que 

se convirtió en una denuncia “extendida” y “ampliada” en contra del señor 

Gaitán y de la señora Echeverría y sus supuestos cómplices el 20 de enero, 

2022, y el acercamiento de los Demandados a Morrison para que emitieran 

una Opinión de las versiones de la denuncia en los días entre el 13 de enero 

y el 20 de enero. 

 

83. Asimismo, la negación de los Demandados para cumplir con nuestra Orden 

del 15 de marzo, 2022, que establecía la publicación de la divulgación 

correctiva, no tiene justificación, y tampoco se puede mitigar la severidad 
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de la sanción por este incumplimiento, con base en que DTH y sus afiliadas 

tenían una razón genuina para desvincularse públicamente del señor Gaitán 

y la señora Echeverría como resultado de la denuncia de diciembre de 

202122 en Guatemala o las denuncias de enero de 2022 en Guatemala. Las 

acusaciones de hecho subyacentes a estas denuncias, como los 

Demandados claramente sabían, eran hechos inocuos intrínsecos a la 

evidencia del arbitraje; y los Demandados distorsionaron esos hechos en 

beneficio del plan de destituir al señor Gaitán y a la señora Echeverría de la 

dirección de la Sociedad, una destitución que, a su vez, servía para objetivos 

más amplios para una postura más favorable en contra de los Demandantes 

en el arbitraje. 

 

84. También determinamos, basados en todo el expediente que tenemos, que 

el trámite de la segunda denuncia interpuesta por DTH en Guatemala, que 

inició el 13 de enero, 2022, fue – al igual que el trámite de la primera 

denuncia presentada por separado en diciembre de 2021 con el empleado 

de DTH, el señor Guzmán, como demandante nominal – un esfuerzo hecho 

completamente como pretexto para fabricar evidencia falsa de la 

criminalidad del señor Gaitán y la señora Echeverría con el objetivo 

específico de utilizarla para la ventaja táctica de los Demandados en este 

arbitraje. Muchos factores respaldan esta conclusión, siendo ellos: 

 

1) En los testimonios orales del señor Gaitán y la señora Echeverría ante 

el Tribunal el 3 de junio, 2022, testificaron que las acusaciones hechas 

en su contra en la denuncia de enero no tenían mérito y los 

 
22 El señor Guzmán pudo no haber tenido conocimiento personalmente de la falsedad de 
los supuestos hechos en los que se basó para presentar la denuncia en nombre de DTH en 
diciembre de 2021, al momento de presentarla. Pero en este arbitraje, DTH adoptó esa 
denuncia y afirmó la veracidad de los hechos subyacentes y su suficiencia para establecer 
delitos bajo las leyes de Guatemala presentando esa denuncia a este Tribunal como 
evidencia para respaldar la destitución o suspensión del señor Gaitán como CEO de la 
Sociedad, como una excusa por el incumplimiento de la Orden del 12 de noviembre y 
como un factor de mitigación para posibles sanciones. 
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Demandados eligieron no interrogarlos o presentar otra evidencia 

que desacreditara todo o parte de su testimonio. 

 

2) El Tribunal determinó que el testimonio oral de la señora Echeverría y 

del señor Gaitán son altamente creíbles y confiables en relación al 

tema de las denuncias de enero de 2022 y sobre otros asuntos. La 

documentación que ellos obtuvieron de la corte de Guatemala a 

solicitud del Tribunal durante la audiencia del 3 de junio, y que fue 

entregada al Tribunal por el abogado de la Sociedad el 30 de junio, 

2022, confirmó, en todos los aspectos pertinentes, su testimonio del 3 

de junio sobre lo que se habían enterado en relación al proceso penal 

a través de su abogado en dicho proceso – especialmente, en 

cuanto a (1) el hecho de que el trámite había iniciado por una 

denuncia en contra de un individuo desconocido para ellos, (2) el 

hecho de que DTH había presentado a la corte, como evidencia de 

la criminalidad del señor Gaitán, fotos tomadas por DTH con la 

intención de mostrar a alguien colocando artículos en el vehículo del 

señor Gaitán en las oficinas de DTH en la ciudad de Guatemala el 27 

de septiembre, 2021, lo que, de hecho, no era un robo de la 

propiedad de la sociedad sino el depósito de los efectos personales 

del señor Gaitán, tal y como fue corroborado personalmente por el 

señor Briz en la inspección al vehículo y la oficina del señor Gaitán el 

28 de septiembre, 2021, y (3) que el señor Gaitán había entregado a 

la corte y al fiscal una declaración escrita relacionada con los hechos 

declarados en la denuncia. 

 

3) El Tribunal, al emitir la Orden del 12 de noviembre, 2021, donde otorgó 

una compensación provisional, determinó que la versión de los 

sucesos del 27-28 de septiembre, 2021 del señor Gaitán era creíble y 

la versión de esos sucesos del señor Hernández no era creíble – 

después de considerar la evidencia presentada, incluyendo sus 

respectivas declaraciones testimoniales y sus respectivos testimonios 
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orales durante la audiencia probatoria el 22 de octubre, 2021. Nuestra 

Orden del 12 de noviembre no hubiere sido emitida como se hizo si 

hubiéramos aceptado la declaración hecha por el señor Hernández 

en ese momento en relación a que el señor Gaitán y la señora 

Echeverría no habían sido despedidos, sino que ellos habían 

abandonado sus cargos en DTH. 

 

4) Las declaraciones testimoniales de Jorge Hernández que presentaron 

los Demandados, de fecha 28 de enero, 2022 y 8 de febrero, 2022, 

permanecen en el expediente, pero el Tribunal no les da importancia 

como consecuencia de la negación injustificada del señor 

Hernández para comparecer como testigo en la audiencia 

probatoria notificada en la PO 2022-07. Esto implica que la insistencia 

del señor Hernández en esas declaraciones testimoniales sobre una 

versión de sus interacciones con el señor Gaitán el 27-28 de 

septiembre, 2021, que respaldarían las afirmaciones de conducta 

criminal del señor Gaitán, no se considera como respaldo de la 

postura de los Demandados y, en todo caso, fue impugnada 

convincentemente por el testimonio en vivo y juramentado del señor 

Gaitán ante nosotros, a lo que le damos crédito. 

 

5) Las denuncias originales y enmendadas de enero de 2022, 

presentadas el 13 y 20 de enero, 2022, respectivamente, según el 

abogado de la Sociedad las proporcionó al Tribunal el 30 de junio, 

2022, en cumplimiento con el requerimiento del Tribunal en la 

audiencia del 3 de junio, muestran que los abogados involucrados en 

estos procesos en Guatemala eran William René Méndez (el padre 

del abogado interno de Terra, William Méndez Araujo, como se indicó 

anteriormente, un testigo presencial en los sucesos del 27-28 de 

septiembre, 2021) y Mario Roberto Méndez Álvarez. Estos dos 

abogados estaban entre los testigos que los Demandados se 

rehusaron injustificadamente a solicitarles que comparecieran ante 
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nuestro Tribunal para dar testimonio oral, en violación a la PO 2022-07. 

De haber testificado, se les habría preguntado qué evidencia de la 

presunta criminalidad estuvo en su posesión al momento de la 

presentación de estas denuncias. De haber testificado, y si los 

Demandados hubieren proporcionado estas denuncias al Tribunal 

antes del 12 de mayo, 2022 como la PO 2022-07 lo solicitó, se les habría 

pedido que explicaran por qué la denuncia fue presentada 

inicialmente el 13 de enero, 2022 en contra de un individuo llamado 

Edward Pérez González, afirmando que él había sido un empleado 

de la afiliada de DTH en Guatemala y que había cometido los 

supuestos delitos el 11 de septiembre, 2021. Se les habría pedido que 

explicaran por qué fue que el 20 de enero, 2021 la Denuncia González 

fue “amplia[da]” al señor Gaitán, la señora Echeverría y otros dos 

empleados de DTH, Juan Berger y Marisabel Umana, por qué es que 

la denuncia original había sido “presentada involuntariamente y 

erróneamente en contra” del señor González, “quien no tiene 

conexión con los hechos y no es un empleado [de la afiliada de DTH]” 

(como se declaró en la versión de la denuncia del 20 de enero, 2022). 

 

6) Es decir, en otras palabras, se les habría preguntado por qué la 

denuncia del 13 de enero fue admitida por ellos y por DTH una 

semana después de haberse hecho en contra de una persona 

identificada erróneamente, quien, de hecho, nunca trabajó para 

DTH, si es que existe, y de haberse fundamentado en supuestos 

hechos establecidos que fueron completamente omitidos de la 

versión enmendada del 20 de enero. El señor William René Méndez, a 

quien los registros muestran que es el padre de William Méndez 

Araujo, este último, un abogado interno de los Demandados quien 

fue el vínculo principal entre los Demandados y Morrison & Foerster, y 

quien solicitó activamente a Morrison el Memorándum Morrison 

incluso antes de que se sustituyera la Denuncia González por la 

versión “amplia[da]” (), también se le habría preguntado qué le dijo 
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a su hijo, con el objeto de pasar información a Morrison sobre estas 

denuncias y los hechos que motivaron la presentación de las mismas. 

Finalmente, se le habría preguntado al señor William René Méndez 

sobre los vínculos entre las denuncias de enero de 2022 en 

Guatemala y la solicitud de su hijo, como abogado de los 

Demandados, del Memorándum Morrison en la misma semana, 

opinando que la presunta criminalidad del señor Gaitán volvió 

desaconsejable que el señor Gaitán permaneciera en su cargo en la 

Sociedad como Director de Cumplimiento del FCPA. 

 

7) Basados en la negación injustificada de los Demandados para 

cumplir con la PO 2022-07, en relación a (1) el testimonio oral de 

William René Méndez y Mario Roberto Méndez Álvarez23, (2) la 

presentación de documentos en relación a estos procesos penales y 

(3) la presentación de documentos proporcionados a Morrison, el 

Tribunal saca una conclusión adversa: que ninguno de los testigos 

podría haber respondido de forma conveniente para las posturas de 

los Demandados en las cuestiones del arbitraje, tales como los 

mencionados anteriormente sobre si el señor Gaitán y la señora 

Echeverría habían tenido conductas indebidas que los volvieron 

inadecuados para continuar en los cargos de la dirección de la 

Sociedad y sobre si su conducta indebida justificaba el 

incumplimiento de los Demandados con nuestras Órdenes del 12 de 

noviembre, 2021 y 15 de marzo, 2022. 

 

 
23 Nuestro objetivo de solicitar las comparecencias testimoniales del señor William René 
MéndezMéndez[sic] y el señor MéndezMéndez[sic] Álvarez fue principalmente para obtener 
más información específica sobre los aspectos procesales de los procesos penales de 2022 
en la corte de Guatemala y, especialmente, las declaraciones escritas del señor 
MéndezMéndez[sic] Álvarez en relación a las audiencias de medidas cautelares del 4 de 
febrero que fueron objeto de su declaración escrita presentada como evidencia por los 
Demandados como Ex. R-126. No era nuestra intención indagar comunicaciones 
privilegiadas entre ellos y los Demandados. 
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85. Porque (1) los Demandados eligieron no interrogar a la señora Echeverría y 

al señor Gaitán el 3 de junio, 2022, (2) los Demandados no reconsideraron 

esa elección después que el Tribunal recibió las declaraciones escritas del 

señor Gaitán y la señora Echeverría, presentadas en el caso penal en 

Guatemala el 25 de abril, 2022, y (3) el Tribunal determinó que el señor Gaitán 

y la señora Echeverría son testigos creíbles, aceptamos y le damos total 

crédito a sus relatos en los testimonios escritos y orales pertinentes a las 

acusaciones de las denuncias de 2022. Por lo tanto, determinamos que los 

hechos pertinentes son como se estipularon anteriormente. 

 

86. El señor Gaitán declaró el 25 de abril, 2022, en su moción para desestimar la 

denuncia (proporcionada al Tribunal y a todos los abogados el 30 de junio, 

2022): “La denuncia… es una acción en represalia en mi contra y el Equipo 

Ejecutivo… por haber cumplido debidamente con nuestras obligaciones 

fiduciarias con la Sociedad y por no habernos dejado intimidar por una de 

las accionistas”. Sin adoptar esa afirmación en sus términos, sí vemos que la 

acusación de la denuncia enmendada del 20 de enero, 2022, que el 27 de 

septiembre, 2021 el señor Gaitán, ayudado por la señora Echeverría, el señor 

Berger y la señora Umana “retir[ó] toda la documentación legal y técnica 

de las oficinas de Proyectos Terrestres… [y] abusó de la confianza de mi 

cliente para tomar posesión de dichos documentos confidenciales de alto 

valor empresarial y comercial” era falsa y sacamos la conclusión que una 

razón principal para la negación de los Demandados de cumplir con nuestra 

orden de ofrecer como testigos al señor Hernández, al señor William René 

Méndez y al señor Méndez Álvarez es que no podrían haber proporcionado 

evidencia veraz para respaldar esta acusación. 

 

87. De todo lo anterior, el Tribunal concluye que las acusaciones de criminalidad 

en la denuncia enmendada del 20 de enero, 2022 en Guatemala, fueron 

mentiras fabricadas y que las fuentes de esas mentiras fueron, directa o 

indirectamente, el señor Hernández y/o el señor Briz y/o el señor Méndez 

Araujo. 
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88. Tomamos nota, en esta coyuntura, de cómo evolucionó que el Tribunal, al 

final, llegara a tener ante sí los hechos que nos permitieron llegar a esas 

conclusiones. Lo hacemos porque ahora es obvio que la cuestión penal en 

Guatemala se presentó al Tribunal en una forma deliberadamente 

incompleta para que la verdad no surgiera fácilmente. 

 

1) Supimos de los Demandados el 8 de febrero, 2022, que, en un proceso 

penal en Guatemala el 4 de febrero, 2022, se había emitido 

aparentemente – en la forma de embargo de cuenta bancaria y 

compensación “ne exeat”, prohibiendo salir de Guatemala – una 

orden de medidas cautelares en contra del señor Gaitán, la señora 

Echeverría, el señor Berger y la señora Umana. Un supuesto resumen 

de ese proceso de medida provisional del 4 de febrero hecho por “un 

auxiliar de la corte”, fue presentado por los Demandados como 

Prueba R-126 el 8 de febrero. Esto fue parte de una prueba que 

también contenía una declaración del señor Méndez Álvarez 

testificando los acontecimientos del proceso en la corte en el que se 

había emitido la orden y la supuesta autenticidad del resumen del 

auxiliar de la corte ahí adjunta. Esta Prueba R-126, a su vez, iba a 

acompañada de una declaración testimonial del señor Hernández, 

presentada en oposición a la moción inicial de los Demandantes para 

sanciones por el incumplimiento con la Orden del 12 de noviembre. 

La declaración del “auxiliar de la corte” es que la Ex. R-126 hacía 

referencia a un audio de la audiencia, pero los Demandados no 

proporcionaron una transcripción o explicaron por qué no pudieron 

hacerlo. 

 

2) No recibimos ninguna sentencia u orden con la firma de un juez. No 

se nos entregaron las denuncias, originales y enmendadas, que 

recientemente fueron proporcionadas por el abogado de la 

Sociedad a solicitud del Tribunal. Al no entregar esas solicitudes al 
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Tribunal, los Demandados nos ocultaron, como se discutió 

anteriormente, el hecho de que la denuncia de enero de 2022 había 

sido inicialmente presentada en contra de otro individuo, basada en 

hechos totalmente diferentes supuestamente ocurridos el 11 de 

septiembre, 2021, ocultaron el hecho de que los abogados de los 

Demandados en el caso penal, de alguna manera, pudieron 

“extender” y “ampliar” esa denuncia original al señor Gaitán et. al., 

incluso mientras admitían en la denuncia enmendada que la 

denuncia original había sido interpuesta por ellos, basándose en 

supuestas acciones criminales que, de hecho, nunca fueron 

ejecutadas por un individuo quien, en realidad, nunca había sido 

empleado de la afiliada de DTH en Guatemala, si es que existe. 

 

3) Como se indicó anteriormente, el 30 de marzo, 2022, recibimos del 

codefensor de los Demandados, el señor Joseph24, un reporte de 

incumplimiento con nuestra orden del 15 de marzo, 2022, la PO 2022-

01, que instruía la publicación de anuncios correctivos en relación al 

estatus del señor Gaitán y de la señora Echeverría para mitigar el 

daño causado con la publicación del 10 de enero, 2022 hecha por 

las afiliadas de DTH donde anunciaron la desvinculación con ellos. La 

carta del señor Joseph explicaba que la justificación para la 

negación de DTH a publicar los anuncios correctivos era, en parte, 

que el señor Gaitán y la señora Echeverría “se encuentran imputados 

de actos criminales, lo que pone potencialmente a cada subsidiaria 

local en violación de las leyes locales” (énfasis añadido).  Después 

del proceso probatorio realizado en este proceso, es irrefutable que 

no existen imputaciones. Solamente había denuncias hechas por 

 
24 Como una cuestión formal, el señor Joseph y su bufete se han identificado como los 
abogados de DTH y del señor Hernández. Pero, salvo porque el señor Joseph indicó su 
propia indisponibilidad como base para objetar las fechas propuestas para las audiencias, 
todos los Demandados se han unido en las posturas tomadas por cualquiera de ellos. En la 
cuestión de las denuncias de DTH en Guatemala, sin embargo, el señor Joseph, identificado 
como abogado de arbitraje de DTH, tenía una obligación particular hacia este Tribunal de 
informarnos verazmente sobre las acciones de DTH. 
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civiles (la afiliada de DTH en Guatemala) y, con la posible excepción 

de la audiencia provisional del 4 de febrero cuya bona fides no se 

había establecido, estas denuncias de DTH nunca han sido el objeto 

de una audiencia judicial, solamente han sido presentadas en la 

fiscalía en Guatemala para investigación, y no han surgido 

imputaciones o cargos penales similares en contra del señor Gaitán o 

la señora Echeverría. Tampoco sabía el señor Joseph, o tal vez pudo 

haber sabido algo, sobre que no existían imputaciones cuando le dijo 

al Tribunal el 30 de marzo, 2022 que sí existían. 

 

4) Cuando este Tribunal anunció que llevaría a cabo un proceso 

probatorio para determinar la verdad sobre las varias clases de 

conducta indebida planteadas en la evidencia de los Demandados, 

el señor Joseph no corrigió su falsa declaración al Tribunal y explicó 

por qué fue que las denuncias de DTH al fiscal de Guatemala habían 

sido indebidamente descritas por él como imputaciones. Incluso 

desde el 3 de junio, cuando los Demandados escucharon el 

testimonio no refutado del señor Gaitán y de la señora Echeverría 

sobre que la fiscalía de Guatemala nunca presentó cargos en su 

contra, el señor Joseph no se ha comunicado con el Tribunal para 

explicar el error fundamental en su declaración del 30 de marzo. 

 

5) El señor Briz, uno de los codefensores de los Demandados, tenía, 

según los registros establecen ahora, conocimiento personal de que 

el supuesto fundamento de hecho para la denuncia de 2022 en 

Guatemala (enmendada) era falsa, y que, por lo tanto, era falso y 

engañoso presentar evidencia de la supuesta criminalidad del señor 

Gaitán y la señora Echeverría, ya sea en la forma de un supuesto 

expediente de la audiencia de medidas provisionales del 4 de febrero 

u otra. No reveló o les pidió a sus clientes que revelaran al Tribunal los 

hechos que él personalmente conocía que desaprobaban la falsa 
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presentación de hechos que presuntamente constituían delitos que 

victimizaban a DTH. 

 

 

6) No solo los Demandados, sino también los abogados de los 

Demandados, tienen un deber de sinceridad para el Tribunal Arbitral. 

Ver Guías IBA sobre la Representación de las Partes en el Arbitraje 

Internacional (2013) en las guías 9-1125 y los Comentarios 

relacionados; las Reglas que Regulan el Colegio de Abogados de 

Florida (R. que Regulan el Colegio de Abogados de Fla.) en la R. 4.3.1 

(“Un abogado no presentará o defenderá un proceso, o afirmará o 

debatirá un asunto, a menos que exista un fundamento legal y de 

hecho para hacerlo para que no sea frívolo…”), la R. 4.3.3(a) (“Un 

abogado no… hará una falsa declaración de hecho o de la ley 

intencionalmente ante un tribunal o no fallará en corregir una falsa 

declaración fundamental de hecho o de la ley hecha previamente 

al tribunal”); el Código de Ética Profesional del Colegio de Abogados 

y Notarios de Guatemala, Cap. 4, Art. 18 (“Honradez. En la 

conducción de los asuntos ante jueces y autoridades, el abogado 

debe obrar con probidad y buena fe, evitando afirmar o negar con 

falsedad, o hacer citas mutiladas o maliciosas” (Traducción hecha 

por el Tribunal); las Reglas de Conducta Profesional de Nueva York, 22 

N.Y.C.R.R. Parte 1200 (2021), Regla 3.3(a) (“Un abogado no hará falsas 

declaraciones de hecho o de la ley intencionalmente ante un tribunal 

 
25 La Guía 9 establece que “[un] Representante de una de las Partes no debe hacer falsas 
declaraciones de hecho intencionalmente al Tribunal Arbitral”. La Guía 10 estipula que “[e]n 
caso de que un Representante de una de las Partes sepa que él o ella ha hecho una 
declaración de hecho falsa al Tribunal Arbitral, debe, sujeto a consideraciones 
compensatorias de confidencialidad y privilegio, corregir inmediatamente dichas 
declaraciones”. La Guía 11 establece en parte que “[u]n Representante de una de las 
Partes no debe presentar evidencia de Testigos o Expertos que él o ella sepa que es falsa. 
Si un Testigo o Experto tiene la intención de presentar o presenta evidencia que un 
Representante de una de las Partes sabe o descubre después que es falsa, dicho 
Representante debe recomendar inmediatamente a la Parte a quien representa sobre la 
necesidad de tomar medidas compensatorias y de las consecuencias por no hacerlo. 
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o no fallará en corregir una falsa declaración fundamental de hecho 

o de la ley previamente hecha al tribunal”). 

 

El Memorándum de Morrison & Foerster 
 

89. Una dimensión un tanto separada de este proceso de sanciones surge de la 

presentación como evidencia, hecha por los Demandados, – como prueba 

que acompañaba la carta del señor Joseph del 30 de marzo, 2022 en la que 

informó falsamente que el señor Gaitán y la señora Echeverría se 

encontraban imputados – del Memorándum Morrison de fecha 16 de 

febrero, 2022. Este memorándum hacía referencia a la idoneidad del señor 

Gaitán para permanecer en el cargo de Director de Cumplimiento para la 

Sociedad en vista de las acusaciones de conducta indebida hechas en su 

contra. Los Demandados se contactaron por primera vez con Morrison por 

correo electrónico, enviado por el bufete de abogados Mayora y Mayora el 

17 de enero, 2022 (PPT-AMLQ Ex. 68 en 19). El autor del correo electrónico 

era un asociado del bufete, Carlos Ortega, un miembro del bufete del 

equipo de abogados en este arbitraje, quien, como el señor Briz, había 

recibido directamente cada declaración y cada comunicación del Tribunal. 

Se copió al señor Briz en el correo. Ese correo no mencionaba el arbitraje o 

el papel del bufete Mayora como codefensor en el arbitraje. Y supimos por 

la socia de Morrison a cargo de la contratación, Ruti Smithline, copresidente 

de Investigaciones y del Grupo de Defensa Penal de Delitos de Cuello 

Blanco en Morrison, en su testimonio oral el 22 de julio, 2022, que ninguna de 

las personas que se comunicaron con Morrison en nombre de los 

Demandados o que eran destinatarios cc en los correos electrónicos con 

ella, le habían revelado nada sobre este arbitraje – especialmente, el señor 

Briz y el señor Ortega del bufete Mayora, Juan Rodríguez, de Carey 

Rodríguez, y Danielle Kirby y William Méndez Araujo, quienes son abogados 

de los Demandados (Tr. 07/22 en 29-30, 98-100, 115-116). 

 

90. Para ubicar este primer acercamiento del bufete Mayora a Morrison el 17 de 

enero, 2022, en el contexto de la denuncia de DTH en Guatemala, esto fue 
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cuatro días después de la primera denuncia de DTH en 2022 en contra de 

un individuo inexistente declarado falsamente como un empleado de DTH, 

y tres días antes de presentar la versión enmendada de esa denuncia que 

nombraba al señor Gaitán y la señora Echeverría y los dos miembros de su 

equipo que habían ayudado al señor Gaitán a colocar sus efectos 

personales en su vehículo el 27 de septiembre, 2021, como presuntos 

infractores de la ley penal. 

 

91. El correo electrónico no mencionaba el arbitraje y tampoco mencionaba la 

denuncia. En el asunto, le colocaron “Asunto de cliente-FCPA en 

Guatemala” e indicaba que Terra y DTH (ninguna de las dos es una sociedad 

guatemalteca) “solicita una opinión en relación al desempeño del Director 

de Cumplimiento del FCPA” (PPT-AMLQ Ex. 68 en 19). 

 

92. Al día siguiente, el señor Ortega, en un correo electrónico al socio director 

de Morrison, presentó a William Méndez Araujo como un abogado interno 

del cliente “para que pueda discutir el asunto directamente” con la experta 

en FCPA de Morrison, Ruti Smithline (PPT-AMLQ Ex. 68 en 18). Por lo tanto, 

Morrison ahora iba a recibir instrucciones de un abogado que era un testigo 

presencial de los verdaderos hechos del 28 de septiembre, 2021, el señor 

Méndez Araujo, y el otro testigo presencial, el señor Briz, estaba en la cadena 

de correos electrónicos. 

 

93. El señor Méndez Araujo tenía una llamada inicial con la señora Smithline el 

19 de enero, 2022 y la señora Smithline le dio seguimiento con un correo 

electrónico que decía: “William, fue grandioso conocerte hoy. Puedo 

confirmar que tenemos claros conflictos. Hazme saber si deseas proceder y 

puedo enviarte nuestra carta contrato estándar. También deberíamos 

coordinar una llamada para obtener información más detallada para poder 

redactar el memo” (PPT-AMLQ Ex. 68 en 16). 
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94. La ausencia de una carta contrato dentro de los documentos presentados 

por Morrison fue un asunto de interés para el Tribunal, especialmente ante la 

afirmación de Terra sobre el privilegio cliente-abogado y el asunto implicado 

de qué entidad había contratado a Morrison y si fue por asesoría legal u 

opinión de expertos. La señora Smithline testificó que ella no podía recordar 

haber recibido alguna respuesta a su oferta de enviar una carta contrato 

estándar (Tr. 07/22 en 124). Ella testificó que fue la responsable de no emitir 

una carta contrato (lo que entendimos que significaba que no existía una 

instrucción de los Demandados para abstenerse de enviarla), en parte, 

debido al apremio que manifestó Terra para tener el memo escrito de 

Morrison de manera urgente (Tr. 07/22 en 34-35). Sin embargo, cuando se le 

preguntó sobre la veracidad de la afirmación hecha por el codefensor de 

los Demandados, Juan Rodríguez, en una declaración al Tribunal el 15 de 

junio, 2022, en relación al asunto del privilegio cliente-abogado: (“Durante 

la relación, el abogado general de Terra, Danielle Kirby, solicitó en múltiples 

ocasiones una carta de representación para demostrar esta relación”). La 

señora Smithline testificó que no podía recordar que la señora Kirby haya 

hecho dicha solicitud. No pudimos hacer una determinación en cuanto a si 

el señor Rodríguez presentó intencionalmente una declaración falsa al 

Tribunal el 15 de junio, 2022. De acuerdo con el testimonio de la señora 

Smithline, no podía recordar que el señor Rodríguez haya participado en 

ninguna conversación telefónica que ella tuvo con los representantes de los 

Demandados en relación a la contratación (Tr. 07/22 en 69). Por lo tanto, es 

posible que la señora Kirby haya informado falsamente al señor Rodríguez 

sobre los hechos que, a su vez, él manifestó en la declaración del 15 de junio 

y que, como abogado externo, confió razonablemente en la veracidad del 

informe de su cliente. Por otro lado, mientras que la declaración del 15 de 

junio fue solicitada por el Tribunal explícitamente como una presentación de 

evidencia para respaldar la afirmación de los Demandados sobre el 

privilegio cliente-abogado, la naturaleza obviamente de rumores de la 

declaración del señor Rodríguez era inapropiada. Nuestras preocupaciones 

sobre la conducta del señor Rodríguez (y de la señora Kirby y del señor Briz) 



70 
 

en relación a Morrison, se relacionan únicamente en una medida 

relativamente pequeña a esta declaración falsa específica sobre la solicitud 

de una carta contrato; nuestras preocupaciones principales surgen de la 

ocultación de hechos relevantes a Morrison, incluyendo cada hecho sobre 

este arbitraje. Volveremos a ese asunto más adelante. 

 

95. Cuando el señor Méndez Araujo le respondió a la señora Smithline el 20 de 

enero, 2022 a las 4:29 pm “Podemos proceder” (PPT-AMLQ Ex. 68 en 16), no 

se mencionó la denuncia enmendada presentada ese día por el padre del 

señor Méndez Araujo como codefensor de la denuncia de DTH. Tampoco se 

mencionó una fecha límite inminente en este arbitraje del 28 de enero, 2022, 

para la presentación de evidencia y argumentos escritos de ambas partes 

en relación a la moción de los Demandantes para sanciones, basada en el 

incumplimiento de los Demandados con la Orden del 12 de noviembre. 

Hacemos las observaciones anteriores como introducción a otro problema 

fundamental en relación con la contratación de Morrison por parte de los 

Demandados, que surgió del testimonio oral de la señora Smithline. 

 

96. La señora Smithline testificó que durante todo el curso de la contratación, 

ella entendió de las comunicaciones de los representantes del cliente con 

ella, que el cliente de Morrison era Terra Towers, que Peppertree y una 

afiliada de Goldman Sachs eran inversoras en Terra Towers, que la Sociedad 

(es decir, Continental Towers LATAM Holdings) estaba de alguna manera 

afiliada con Terra Towers y que no existía unanimidad entre las inversoras de 

Terra Towers sobre qué hacer con el rol de cumplimiento del señor Gaitán en 

Continental (Tr. 07/02 en 26-32, 82, 110-113, 120). La señora Smithline no 

comprendió las circunstancias los suficiente como para obtener una revisión 

de conflicto interno en relación a Goldman Sachs, a pesar de que Goldman 

Sachs estaba identificada como “contraparte” en el correo electrónico 

inicial del señor Ortega, un paso que, de acuerdo con su testimonio, 

probablemente habría evitado que Morrison aceptara la contratación 

porque Goldman Sachs era un cliente de Morrison (Tr. 07/02 en 117-119, 123-
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124, 126). Los Demandados – con el conocimiento directo de la señora Kirby, 

el señor Rodríguez y el señor Briz (quien estaba en la cadena de correos, y, 

en el caso de la señora Kirby, también en la cadena telefónica) – eligieron 

compartir, básicamente, ninguno de los hechos y disputas factuales 

involucradas en el arbitraje y nada del contexto sobre el señor Gaitán. 

Morrison simplemente no sabía nada sobre este arbitraje, las posturas 

adversarias de las accionistas o sobre la adversidad entre las accionistas en 

relación al cargo de CEO del señor Gaitán en la Sociedad, hasta después 

de haber recibido la citación del Tribunal a principios de mayo y, en mayor 

detalle, no antes de que ella fuera interrogada en la audiencia del 22 de 

julio, 2022 (Tr. 07/02 en 29-30, 60, 74, 77, 98-100, 111-119). 

 

97. Agravando esta falta de información importante, los Demandados 

afirmativamente engañaron a Morrison: el 25 de enero, 2022, el señor 

Méndez Araujo le envió a la señora Smithline los artículos de las noticias de 

Guatemala, de fecha 2 de septiembre, 2021, que informaban que el 

abogado representante del señor Gaitán (en su caso laboral que surgió de 

sus afirmaciones sobre que había sido despedido injustificadamente de DTH, 

un detalle que, en ese punto, le ocultaron a Morrison) había sido arrestado 

por lavado de dinero (PPT-AMLQ Ex. 68 en 16, 20-31) – pero no incluyó los 

artículos de las noticias de Guatemala, de fecha 30 de septiembre, 2021 que 

informaban que esta acusación había sido posteriormente desestimada 

(PPT-AMLQ Ex. 73). El reportaje de desestimación de los cargos se puso a la 

vista de la señora Smithline por primera vez en las pruebas de la audiencia 

del 22 de julio, 2022, entregado por el abogado de los Demandantes la 

mañana de su comparecencia (Tr. 07/02 en 91-93). 

 

98. El día después que el señor Méndez había reportado el arresto del abogado 

del señor Gaitán, el 26 de enero, 2022, la señora Smithline le envió al señor 

Méndez un “Borrador para Discusión”, titulado después “Consideraciones y 

Recomendaciones en Relación a las Acusaciones de Fraude en Contra del 

Director de Cumplimiento”. El señor Méndez respondió en un día con varios 
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cambios, especialmente, incluyendo el cambio del destinatario del 

Memorándum del señor Méndez Araujo a Continental Towers LATAM 

Holdings, Ltd. (PPT-AMLQ Ex. 68 en 33). De acuerdo con el testimonio de la 

señora Smithline, existía una presión por parte de cliente para completar el 

Memorándum en ese momento, y con la implementación de los cambios 

del señor Méndez Araujo, y con la entrega del Memorándum el 26 de enero, 

2022, ella creyó que el compromiso se había completado (Tr. 07/02 en 63). 

La señora Smithline testificó que los representantes de Terra no le explicaron 

la urgencia de completar y entregar el Memorándum en un plazo de pocos 

días (Tr. 07/02 en 61-63). Casualmente, los Demandados estaban 

enfrentándose a una fecha límite el 28 de enero para la presentación de 

evidencia ante este Tribunal en relación a la moción de los Demandantes 

para sanciones. Es suficiente con hacer la observación que si Morrison 

hubiese sabido sobre esa fecha límite inminente del arbitraje y del hecho de 

que el proceso, en ese momento, estaba relacionado con potenciales 

sanciones por desafiar nuestra Orden del 12 de noviembre de restituir al 

señor Gaitán, Morrison se habría dado cuenta del concepto erróneo – del 

que la señora Smithline testificó – que el Memorándum era únicamente para 

uso interno de Terra y el compromiso probablemente habría tomado otra 

dirección (Tr. 07/02 en 51-53) – presuntamente a su fin debido al conflicto 

con Goldman. 

 

99. El Memorándum Morrison permaneció en su versión del 26 de enero hasta el 

9 de febrero, 2022, fecha en la que la abogada interna de los Demandados, 

Danielle Kirby, le envió un correo electrónico a la señora Smithline, copiando 

a su colega interno, el señor Méndez Araujo, y al codefensor de arbitraje de 

los Demandados, Juan Rodríguez, y desplegando como Asunto “Discusión 

para Volver a Informar”. La señora Kirby escribió: “Mi nombre es Danielle Kirby 

y trabajo con William Méndez, con quien, según entiendo, usted ha estado 

en contacto con relación a la opinión legal adjunta. ¿Tendría tiempo 

mañana (jueves) para una llamada rápida con William, mi colega Juan 

Rodríguez y yo? (PPT-AMLQ Ex. 68 en 4). 
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100. Una llamada de Zoom ocurrió el 10 de febrero, 2022, entre la señora 

Kirby, el señor Méndez Araujo y la señora Smithline. La señora Smithline no 

podía recordar si el señor Rodríguez participó en la llamada, según lo había 

anticipado el correo electrónico de la señora Kirby. Pero sí recordaba que la 

llamada de Zoom fue relativamente corta y en relación a los hechos de muy 

“alto nivel” (Tr. 07/02 en 95) y que la versión de los hechos en los que Morrison 

se basó para presentar una versión actualizada del Memorándum estaba 

establecida en el correo electrónico de la señora Kirby a la señora Smithline 

del 12 de febrero, 2022, con cc al señor Méndez Araujo y al señor Rodríguez 

(PPT-AMLQ Ex. 68 en 48). Los hechos relevantes, claramente conocidos por 

la señora Kirby y el señor Rodríguez, y que no estaban dentro del correo 

electrónico del 12 de febrero, 2022 a Morrison o expresados a Morrison a 

partir de ahí, incluían, pero sin limitar: 

 

1) Que existía este arbitraje pendiente, y que ellos eran los codefensores, 

y que el Memorándum era para ayudar a la postura de los 

Demandados, ya sea ante la Junta de la Sociedad o el Tribunal o 

ambos, 

 

2) Que Terra no tenía órdenes de la Sociedad para solicitar asesoría 

legal para la misma sobre la idoneidad del señor Gaitán para 

continuar como director de cumplimiento de la Sociedad y, de 

hecho, la Sociedad tenía su propio abogado independiente, 

nombrado de conformidad al acuerdo de fecha 19 de marzo, 2021, 

firmado después de que las accionistas en disputa iniciaran el 

arbitraje, 

 

3) Que Peppertree y AMLQ no eran inversoras en Terra, sino eran 

inversoras en la Sociedad, según un acuerdo de accionistas que 

contenía disposiciones muy específicas sobre la dirección corporativa 

de su Junta y trataba un bloqueo dentro de la Junta entre los dos 
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directores nombrados por Peppertree y los dos directores nombrados 

por Terra como una no adopción de una acción de la Junta 

propuesta, 

 

4) Que DTH era una afiliada de Terra por estar bajo el control común de 

Jorge Hernández, y que DTH tenía varias obligaciones con la 

Sociedad bajo los acuerdos hechos junto con el Acuerdo de 

Accionistas, 

 

5) Que la Junta de la Sociedad se había bloqueado efectivamente 

sobre la invocación de Peppertree y AMLQ de un derecho en el 

Acuerdo de Accionistas de vender la Sociedad a un tercero, que esto 

fue la razón principal del arbitraje y que el arbitraje había procedido 

a través de la Fase 1, en relación a la disputa de la venta de la 

Sociedad, a la espera de una decisión del Tribunal, 

 

6) Que, aparte de la Fase 1, el Tribunal, en este arbitraje, había estado 

principalmente ocupado con disputas, hasta ese punto, resueltas en 

contra de los Demandados, en la medida que habían sido resueltas, 

en relación a los esfuerzos de los Demandados para retirar al señor 

Gaitán de su cargo en la Sociedad y retirar al abogado 

independiente de la Sociedad,  

 

7) Que las acusaciones de Terra sobre los actos indebidos del señor 

Gaitán habían surgido en el arbitraje después de la orden de 

compensación provisional del 12 de noviembre, emitida por el 

Tribunal; y la presentación de la denuncia de DTH en contra del señor 

Gaitán en Guatemala, estaba expresamente basada en hechos 

relacionados al rol del señor Gaitán como testigo en el arbitraje y en 

la versión de los hechos que rodeaban la separación del señor Gaitán 

de su empleo en DTH, que el Tribunal ya había rechazado al emitir su 

Orden del 12 de noviembre, 
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8) Que, según el Tribunal ahora sabe por la evidencia no refutada 

presentada en estos procesos por el señor Gaitán y la señora 

Echeverría, la auditoría forense de El Salvador que presuntamente 

detectó una malversación a gran escala por el señor Gaitán era, no 

solo una falsa retratación de comisiones por ventas y gastos 

comerciales perfectamente ordinarios y aprobados, sino que estaba 

motivada por el deseo del señor Hernández de crear una falsa 

narrativa del despido del padre del señor Gaitán, un despido que, de 

hecho, se generó porque el padre del señor Gaitán se rehusó a 

proporcionar una declaración escrita sobre el señor Gaitán para 

respaldar la postura de los Demandados en el arbitraje, impugnando 

falsamente la capacidad mental de su propio hijo, y 

 

 

9) Un empleado de DTH llamado Carlos Guzmán, listado en el 

organigrama, presentado a Morrison como director regional sucesor 

del padre del señor Gaitán (PPT-AMLQ Ex. 68 en 54), fue el responsable 

no solo de impulsar la auditoría forense en el Salvador, anteriormente 

mencionada, sino también actuó como demandante nominal en la 

denuncia presentada en Guatemala en diciembre de 2021 en contra 

del señor Gaitán, que denunciaba que había cometido una serie de 

delitos que involucraban “robo” por haber proporcionado evidencia 

en este arbitraje el 20 de octubre, 2021. 

 

101. La decepción de la señora Kirby, el señor Rodríguez y el señor Briz con 

Morrison no sería preocupante para este Tribunal si los Demandados 

hubieren solicitado y tomado el Memorándum Morrison únicamente como 

guía para su propia conducción. Pero el expediente en este caso muestra 

que fue enviado a los representantes de Peppertree en la Junta de la 

Sociedad y las Accionistas de la misma, la mañana siguiente de que fue 

puesta en su forma final (PPT-AMLQ Ex. 82), para respaldar la defensa de los 
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Demandados para destituir al señor Gaitán. Y la forma que tomó el 

compartir el documento es notable: Escrita con el membrete de la 

Sociedad, y sin copiar a Morrison, el señor Quisquinay, actuando como 

“Director de Asuntos Jurídicos” de la Sociedad, entregó el Memorándum 

Morrison y declaró que “He consultado con el abogado de cumplimiento 

de EEUU, quien ha emitido la opinión legal que se les entregó a ustedes junto 

con esta carta”. (Id.) Claramente del expediente, el señor Quisquinay no 

tuvo ningún papel en la contratación de Morrison o en el desarrollo del 

Memorándum Morrison y tampoco él ni nadie más le dijo a Morrison que el 

Memorándum era para este propósito y no para uso interno de Terra. La 

Junta de miembros de Peppertree lo compartieron con el abogado de los 

Demandantes, quien le escribió al abogado de los Demandados solicitando 

información y documentos en relación al origen del Memorándum Morrison 

el 9 de marzo, 2022 – solicitudes que los Demandados se negaron a 

responder injustamente porque su postura sobre que dichas 

comunicaciones eran privilegiadas no tenía mérito, como lo determinamos 

después (ver Orden Procesal 2022-12). Después, el 30 de marzo, 2022, como 

prueba de la oposición de los Demandados a la moción de los 

Demandantes para sanciones, que adjudicamos aquí, los Demandados 

presentaron el Memorándum Morrison al Tribunal y argumentaron en la carta 

del señor Joseph para nosotros que DTH no podía cumplir razonablemente 

con nuestra Orden de publicar anuncios de prensa correctivos que podrían 

públicamente volver a asociar a las afiliadas de DTH con el señor Gaitán y la 

señora Echeverría, por los supuestos riesgos de cumplimiento inaceptables 

que le representaría a DTH por esa asociación con las personas imputadas. 

 

102. Simplemente, la razón para que los abogados de EEUU presentaran 

una opinión al Tribunal, entregada por un bufete de abogados del nivel de 

Morrison, fue que este nivel podría potencialmente darle credibilidad a la 

postura subyacente que la desvinculación de DTH con el señor Gaitán era 

irracional y potencialmente una violación a sus obligaciones fiduciarias. La 

declaración en evidencia del Memorándum Morrison fue un factor 



77 
 

sustancial en la decisión del Tribunal para conducir el proceso probatorio 

que ahora termina con este Laudo. Si Morrison hubiese revisado la evidencia 

que respaldaba las supuestas preocupaciones de los Demandados sobre el 

señor Gaitán, podría haber dirigido al Tribunal potencialmente en una 

dirección. Si, por el otro lado, Morrison hubiese engañado sobre los hechos 

subyacentes, lo habría dirigido hacia otra dirección y habría afectado el 

rango y severidad de las sanciones por la desobediencia de los 

Demandados a nuestras Órdenes. Resulta que esto último fue el caso. 

 

103. Al presentar el Memorándum Morrison como evidencia, los 

representantes legales de los Demandados, quienes son los abogados en el 

arbitraje, la señora Kirby, el señor Rodríguez, el señor Briz y el señor Joseph, le 

garantizaron al Tribunal la integridad del memorándum, lo que 

necesariamente activó la veracidad y totalidad de los hechos 

proporcionados a Morrison (hacemos nuevamente la observación que el 

señor Joseph presentó el Memorándum Morrison como prueba a su carta 

del 30 de marzo, 2022, junto con otras tres declaraciones similares hechas 

por abogados extranjeros en función de los mismos supuestos hechos). Esto 

resulta haber sido una violación grave a su obligación de sinceridad porque, 

como se mostró anteriormente, cada uno de ellos o sabían o ignoraron por 

completo que los hechos proporcionados a Morrison eran 

considerablemente confusos por omisión y falsa declaración afirmativa. 

 

LAUDO26 

 
26 La sanción que otorgamos con relación a los abogados de los Demandados, toma en 
cuenta que los Demandados siguen siendo representados por cuatro bufetes de abogados 
(tres de los cuales han estado involucrados desde el inicio), además de su abogado interno, 
y que el abogado reconocido que comparece del bufete de Nueva York, que se unió al 
caso en mayo de 2022, cumple con los requisitos de experiencia y del Colegio de Abogados 
de Nueva York que estipulamos en la Declaración de Abogados de los Demandados como 
se define en la Sección 2a. de este Laudo. También hacemos la observación que tres 
bufetes de abogados que han representado a los Demandados durante todo o parte del 
arbitraje se han retirado – el más reciente ocurrió una semana antes de la emisión de este 
Laudo. 
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Por las razones anteriormente expuestas, el Tribunal otorga las siguientes 

sanciones bajo la Regla Comercial de la AAA R-58: 

 

1. Se levanta la suspensión de los procesos de las contrademandas de los 

Demandados establecida en la Orden Procesal No. 2022-14, emitida en la 

fecha de este Laudo, solo si los Demandados demuestran, a satisfacción del 

Tribunal, que han cumplido completamente con este Laudo, con el PFA-1 (a 

menos que el Laudo sea revocado o se deniegue su reconocimiento y 

ejecución) y nuestras Órdenes de fecha 12 de noviembre, 2021, 8 de 

diciembre, 2021 (incluyendo el reembolso completo a los Demandantes por 

cualquier cargo cubierto por ellos por los honorarios del abogado de la 

Sociedad bajo la PO 2022-08) y 15 de marzo, 2022. 

 

2. Además: 

 

a. Será, como condición de la participación de los bufetes de 

abogados Mayora y Mayora, Carey Rodríguez, Fuerst Ittleman y 

Danielle Kirby, Esq., en este caso, como codefensores de los 

Demandados (conjuntamente e individualmente los “Codefensores 

Identificados”), que todas y cada una de las declaraciones escritas 

al Tribunal hechas por o en nombre de cualquier Demandado deben 

entregarse al Tribunal por, y con la firma de, un miembro del Colegio 

de Abogados de Nueva York con al menos 20 años de experiencia 

en el Colegio de Abogados y quien, al emitir cualquier declaración y 

firmarla, será considerado para presentar al Tribunal, bajo pena de 

descalificación para comparecer en el futuro en este arbitraje en 

caso de violación, los asuntos que se consideren que están asociados 

con la firma de un abogado en una declaración a una corte de los 

Estados Unidos bajo la Norma 11(b) de las Normas Federales de 

Procesos Civiles (“Abogado de la Declaración de los Demandados”).  

La inclusión de cualquiera de los Codefensores Identificados en el 

bloque de firmas u otros asociados a cualquier declaración, será una 
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confirmación de ellos que también han cumplido con las 

obligaciones de la Norma 11(b) con relación a dicha declaración. 

 

b. Los Demandados designarán al abogado que asumirá el rol de 

Abogado de la Declaración de los Demandados dentro de los 14 días 

siguientes a la fecha de este Laudo. En su defecto, si los Demandados 

eligen no cumplir con lo anterior, entonces los bufetes de abogados 

Mayora y Majora[sic], Carey Rodríguez y Fuerst Ittleman, y Danielle 

Kirby, no podrán comparecer como codefensores en los procesos, no 

tendrán derecho a recibir Información Confidencial bajo la Orden de 

Confidencialidad y serán removidos del listado de abogados por el 

ICDR. Si los Demandados no designan a un Abogado de la 

Declaración de los Demandados bajo este párrafo dentro de los 14 

días siguientes a este Laudo, o si dicho abogado no presenta una 

notificación de comparecencia en este proceso dentro de ese 

periodo (en caso que el abogado designado todavía no haya 

comparecido en este asunto), será considerada como una elección 

a no cumplir. 

 

3. No se recibirá ninguna solicitud de los Demandados para la destitución o 

suspensión del señor Gaitán o de la señora Echeverría de sus cargos en la 

Sociedad, basados en las conductas previas al 22 de julio, 2022 (la fecha del 

último proceso previo a este Laudo). El Tribunal no emite ningún Laudo con 

respecto a las condiciones que necesitaría que se cumplieren para 

cualquier solicitud, basados en las conductas posteriores al 22 de julio, 2022. 

4. No se permitirá ninguna demanda de los Demandados en contra de los 

Demandantes, basadas en que los directores nombrados por Peppertree no 

apoyaron la destitución del señor Gaitán y de la señora Echeverría de sus 

cargos en la Sociedad, basándose en su conducta al 22 de julio, 2022. 

5. Como compensación para los Demandantes por su parte de los costes de 

honorarios del Tribunal y gastos asociados con todos los procesos 

relacionados al señor Gaitán y la señora Echeverría desde octubre de 2021 
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a la fecha, que el Tribunal estima que han sido aproximadamente 

$512,000.0027, los Demandados le pagarán a la Demandante Telecom 

Business Solution LLC (“TBS”), como una obligación conjunta y solidaria de 

cada uno de ellos, la suma de $321,000.00, que serán pagados en un plazo 

no mayor a 30 días calendario desde la emisión de este Laudo Final Parcial. 

28 TBS recibirá dicho pago en nombre de las Demandantes conjuntamente y 

distribuirá el pago en proporción a las respectivas aportaciones de los 

Demandantes para los depósitos de honorarios y gastos del Tribunal o como 

lo acuerden los Demandantes. Se generarán intereses por montos no 

pagados a una tasa del 2.8% anual hasta que se paguen. Dicha 

compensación es sin prejuicio de los derechos de los Demandantes para 

solicitar el reembolso de los honorarios legales y gastos razonables por dicho 

proceso, incluyendo los montos anticipados pagados por los Demandantes 

por honorarios y gastos del abogado de la Sociedad, siempre que no se 

hayan otorgado u ordenado su pago. 

  

Nosotros, LOS INFRASCRITOS ÁRBITROS, certificamos, para los fines del Artículo III de 

la Convención sobre el Reconocimiento y Ejecución de Sentencias Arbitrales de las 

Naciones Unidas, concluida el 10 de junio, 1958, y el Artículo 4 de la Convención 

Interamericana sobre Arbitraje Comercial Internacional, concluida el 30 de enero, 

1975, que este Segundo Laudo Final Parcial fue emitido en Nueva York, Nueva York, 

Estados Unidos. 

 

 

 
27 Basados en los registros Financieros del ICDR que muestran el total de los desembolsos por 
honorarios y gastos del Tribunal de ~$912,000.00, a partir de la fecha de este Laudo, de los 
cuales, en nuestro primer Laudo Final Parcial se determinó que $400,000.00 son atribuidos a 
los procesos de la Fase 1 que culminaron en ese Laudo. 
28 El monto otorgado de $321,000.00 tiene dos componentes: (1) el 50% de los depósitos 
pagados por los Demandantes en grupo y los Demandados en grupo por el monto de 
~$382,000.00, es decir, $191,000.00, y (ii) el pago de los Demandantes de un monto no 
pagado que se debe por depósitos de los Demandados por el monto de ~$130,000.00. El 
balance del total de los depósitos cobrados por el ICDR, aplicando el concepto de 50-50, 
a los Demandantes y los Demandados, de $400,000.00, fue el objeto por el que le otorgamos 
a los Demandantes $200,000.00, por los depósitos de honorarios y gastos del Tribunal en 
nuestro primer Laudo Final Parcial de fecha 24 de febrero, 2022. 
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12 de agosto, 2022     (firma:) mg 

Fecha     Marc J. Goldstein, Presidente 

 

12 de agosto, 2022      

Fecha     Mélida N. Hodgson, Árbitro 

 

12 de agosto, 2022     (firma ilegible) 

Fecha     Richard F. Ziegler, Árbitro 

 

Yo, Marc J. Goldstein, Presidente, declaro bajo juramento como Árbitro que soy la 

persona aquí descrita y quien ejecutó el instrumento anterior, consistente en el 

Segundo Laudo Final Parcial. 

 

12 de agosto, 2022     (firma:) mg 

Fecha     Marc J. Goldstein, Presidente 

 

Yo, Mélida N. Hodgson, declaro bajo juramento como Árbitro que soy la persona 

aquí descrita y quien ejecutó el instrumento anterior, consistente en el Segundo 

Laudo Final Parcial. 

 

12 de agosto, 2022      

Fecha     Mélida N. Hodgson, Árbitro 

 

Yo, Richard F. Ziegler declaro bajo juramento como Árbitro que soy la persona aquí 

descrita y quien ejecutó el instrumento anterior, consistente en el Segundo Laudo 

Final Parcial. 

 

12 de agosto, 2022     (firma ilegible) 

Fecha     Richard F. Ziegler, Árbitro 


